
BOLETÍN OFICIAL
DE LAS CORTES GENERALES

1

De conformidad con lo dispuesto en al artículo 97 
del Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación 
en el Boletín Oficial de las Cortes Generales de las 
enmiendas del Senado al Proyecto de Ley por la que se 
modifica el texto articulado de la Ley sobre Tráfico, 
Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 339/1990,
de 2 de marzo, en materia sancionadora, acompañadas 
de mensaje motivado.

Palacio del Congreso de los Diputados, 27 de octu-
bre de 2009.—P. D. El Secretario General del Congreso 
de los Diputados, Manuel Alba Navarro.

Mensaje motivado

En el apartado I del Preámbulo, y en concreto en el 
párrafo tercero, se ha introducido una precisión obvia, 
en virtud del tiempo transcurrido desde la entrada en 
vigor de la Ley 17/2005.

Asimismo, se han aprobado sendas enmiendas con-
sistentes en la supresión de los párrafos quinto y sexto 
del apartado I del Preámbulo, lo que obliga a modifi-
car la frase inicial del siguiente párrafo séptimo; se 
han modificado también el párrafo noveno del mismo 
apartado y el párrafo primero del apartado IV, por con-
siderarse inadecuado, desde el punto de vista de la 
objetividad en que debe fundarse todo procedimiento 
sancionador, la expresión de valoraciones de índole 

subjetiva como razón para abordar la reforma del pro-
cedimiento sancionador en materia de tráfico. 

Se ha suprimido el párrafo cuarto del apartado IV 
del Preámbulo, por considerarse su redacción inade-
cuada.

En el párrafo quinto del apartado IV del Preámbulo 
se ha aprobado una enmienda por razón de coherencia 
con el hecho de haberse suprimido, durante la tramita-
ción de esta iniciativa legislativa, la sanción de suspen-
sión del permiso de conducir y de no contemplarse ya 
la sanción de suspensión del permiso de circulación.

En el párrafo cuarto del apartado V del Preámbulo 
se ha aprobado una enmienda basada en una justifica-
ción análoga a la señalada en relación con enmiendas 
anteriores, en cuanto a la inadecuación de valoraciones 
de índole subjetiva.

En los párrafos segundo y cuarto del apartado VI del 
Preámbulo se han aprobado sendas enmiendas, por 
razón de coherencia con la enmienda, asimismo apro-
bada, que suprime el artículo 87 de la Ley de Tráfico, 
Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial (en 
adelante LTCS) y con el hecho de haberse suprimido la 
sanción de suspensión del permiso de conducir, respec-
tivamente.

En el número tres del artículo único de este Proyec-
to, por el que se modifica el artículo 9 de la LTCS, se ha 
aprobado una enmienda con la finalidad de acotar, de 
forma más precisa, la responsabilidad de los titulares o 
arrendatarios de vehículos en relación con su conduc-
ción por terceras personas.
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En el número cuatro del artículo único del Proyecto, 
por el que se incluye un artículo 9 bis en la LTCS, se 
han aprobado, por un lado, sendas enmiendas, que afec-
tan a la letra a) del apartado 1 y al apartado 4 del citado 
artículo 9 bis, con la finalidad de contemplar la especial 
situación de las empresas de alquiler de vehículos sin 
conductor y de los titulares de vehículos en régimen de 
arrendamiento, respectivamente, y por otro lado, una 
enmienda relativa a la letra b) del apartado 1 con idén-
tica finalidad a la perseguida con la enmienda aprobada 
en relación con el artículo 9 LTCS.

Asimismo se ha incorporado un número nuevo cua-
tro bis en el artículo único, por el que se modifica el 
párrafo e) del apartado 2 del artículo 39 LTCS, con la 
finalidad de permitir a los municipios regular el esta-
cionamiento de vehículos de dos ruedas sobre aceras y 
paseos.

En el número seis del artículo único del Proyecto, 
por el que se incluye un artículo 59 bis en la LTCS, se 
ha introducido, en el apartado 1 de éste, una enmienda 
con la finalidad de asegurar que las notificaciones que 
afecten a las autorizaciones administrativas a que se 
refiere el citado artículo 9 bis se hagan al domicilio 
notificado a la Dirección General de Tráfico; el aparta-
do 5 ha sido objeto de una mejor formulación por razón 
de estilo.

Se ha aprobado una enmienda por la que se incorpo-
ra un número nuevo seis bis en el artículo único, por el 
que se modifica el último párrafo del apartado 4 del ar-
tículo 60 LTCS, con el fin de adaptar a la nueva tipifica-
ción de infracciones muy graves proyectada en esta ini-
ciativa legislativa, la relación de infracciones a cuya 
comisión se anuda la consecuencia de la detracción del 
número total de puntos que corresponda. Como conse-
cuencia de esta enmienda el que era número seis bis en 
el texto del Congreso pasa a ser seis ter en el texto del 
Senado.

En el número siete del artículo único del Proyecto, 
por el que se da nueva redacción al Título V de la LTCS 
(artículos 65 a 94 del Proyecto), se han aprobado diver-
sas enmiendas que afectan a los artículos que se refe-
rencian a continuación.

En el artículo 65 (Cuadro general de infracciones), 
se han aprobado las siguientes enmiendas:

— En relación con su apartado 3 y con la letra e) 
del apartado 4, sendas enmiendas con la finalidad de 
calificar como falta leve la circulación en bicicleta sin 
hacer uso de los elementos y prendas reflectantes exigi-
dos por la Ley. 

— En relación con la letra d) del apartado 4, una 
enmienda para, amén de una mejor formulación de esti-
lo, contemplar entre las infracciones graves determina-
das conductas de estacionamiento de vehículos en las 
ciudades especialmente perniciosas.

— En relación con la letra r) del apartado 4, una 
enmienda para suprimir de la tipificación de la conduc-

ta contemplada en dicha letra la circunstancia de la 
afectación de la seguridad vial.

— En relación con la letra v) del apartado 4, una 
enmienda por coherencia con otras aprobadas en rela-
ción con los artículos 9 y 9 bis LTCS, citados con ante-
rioridad.

— En la letra w) del apartado 4, una enmienda para 
incluir en la descripción de la conducta contemplada en 
dicha letra la referencia, junto al Ministerio del Interior, 
a los órganos correspondientes de las Comunidades 
Autónomas, de modo análogo a como se hace en el ar-
tículo 65.6.e) LTCS.

— En la letra h) del apartado 5, una enmienda con 
la finalidad de describir con mayor precisión la infrac-
ción a que se referiere esta letra.

— En la letra j) del apartado 5, una enmienda por 
razón de coherencia con otras planteadas en relación 
con el artículo 9 bis LTCS, anteriormente citado.

— Asimismo se añaden dos nuevas letras en el 
apartado 5, m) y n), para la tipificación de sendas nue-
vas infracciones.

— En la letra d) del apartado 6, una enmienda con 
el mismo sentido que la aprobada en relación con la 
letra h) del apartado 5 de este mismo artículo.

— Finalmente se propone la adición de un nuevo 
apartado 8 para plasmar determinadas garantías en 
cuanto a la forma de efectuar la denuncia por los Agen-
tes de la autoridad.

En el artículo 67 se lleva a cabo una reordenación 
sistemática; en el ahora apartado 3, se incorpora una 
enmienda para, de acuerdo con reciente jurisprudencia, 
limitar al supuesto de infracciones que lleven aparejada 
la detracción de puntos la consecuencia que en él se 
determina. 

En el artículo 69, se ha introducido, por un lado, una 
enmienda para acotar con precisión el ámbito subjetivo 
de responsabilidad por la no utilización de casco pro-
tector por el pasajero cuando se exija o por el transporte 
de pasajeros sin la edad mínima exigida, y por otro 
lado, otra enmienda con la finalidad de precisar la res-
ponsabilidad del arrendatario por las infracciones de 
estacionamiento.

En el artículo 70, se ha aprobado una enmienda con 
la finalidad de prever el sometimiento a control metro-
lógico de los instrumentos de medida utilizados para la 
formulación de denuncias.

En el artículo 71, las enmiendas aprobadas se ende-
rezan, por un lado, a prever la posibilidad de delegación 
del ejercicio de las competencias sancionadoras a tra-
vés de los instrumentos previstos en la legislación de 
procedimiento administrativo común, y, por otro, a 
introducir determinadas precisiones terminológicas.

En el artículo 74, se ha ampliado el plazo previsto 
en la letra d) del apartado 3, al tiempo que se ha intro-
ducido una corrección de estilo en la letra f) del mismo 
apartado.
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En el artículo 76, se ha incorporado una enmienda 
con la finalidad de prever la notificación inmediata de 
la denuncia en el caso de denuncias muy graves.

En el artículo 77, se ha aprobado una enmienda por 
considerarse necesario una cabal previsión de las con-
secuencias de la falta de recepción de las notificaciones 
de denuncias. 

En el artículo 78, se ha ampliado el plazo previsto 
en el mismo.

En el artículo 80, se han aprobado tres enmiendas, la 
primera para prever el pago voluntario por medios tele-
máticos, más idóneo desde el punto de vista de las garan-
tías del procedimiento que el pago en el acto de entrega 
de la denuncia, así como para ampliar el plazo para efec-
tuar el pago voluntario; la segunda para suprimir la apli-
cación de la reducción de la sanción a la de suspensión 
del permiso para conducir, al haberse suprimido dicha 
sanción durante la tramitación del Proyecto; y la tercera 
para suprimir la consecuencia contemplada en la letra g) 
de este artículo, por considerar que desvirtúa la finalidad 
del Registro de Conductores e Infractores.

En el artículo 84, amén de una corrección lingüísti-
ca, se ha precisado el alcance del supuesto descrito en 
la letra f) de su apartado 1, así como se han aprobado 
sendas enmiendas en relación con la atribución de los 
gastos de inmovilización del vehículo y para suprimir 
el apartado 5 de este artículo.

En el artículo 85, se han aprobado sendas enmien-
das para ampliar el supuesto previsto en la letra f) de su 
apartado 1 y para añadir a la relación de supuestos de 
dicho apartado el estacionamiento con infracción de las 
normas de limitación horaria en ciertas circunstancias, 
que se recoge como letra g).

Se ha suprimido el artículo 87 por considerarse con-
trario al derecho de defensa de los administrados.

Se ha dado nueva redacción al artículo 88 para ele-
var el umbral de sanciones impagadas desde el que 
queda vedado al responsable la realización de trámites 
sobre las autorizaciones administrativas o el vehículo 
del que fuese titular.

En el artículo 90 se ha aprobado una enmienda por 
razón de coherencia con el hecho, ya citado varias veces 
con anterioridad, de haberse suprimido la sanción de 
suspensión del permiso de conducir. Este artículo pasa 
a constar de un único párrafo.

En el artículo 93, se ha aprobado una enmienda por 
considerarse adecuado mantener el vigente plazo de 
prescripción de las sanciones.

En el artículo 94, se ha incorporado una enmienda 
en consonancia con el principio de seguridad jurídica.

En el número ocho del artículo único del Proyecto, 
por el que se da nueva redacción al Título VI de la LTCS 
(artículos 95 a 97 en el Proyecto), se han aprobado 
diversas enmiendas que afectan a los artículos referen-
ciados.

En el artículo 95, se han introducido determinadas 
precisiones terminológicas, en coherencia con la termi-
nología empleada en el Título en que se ubica dicho 

artículo y en el artículo 96, al tiempo que se deja abier-
ta la dependencia orgánica del Registro que regula.

En el artículo 96, se ha aprobado una enmienda con-
siderada más ajustada a la distribución territorial de 
competencias y a la conveniencia de no especificar el 
intrumento de desarrollo normativo para la regulación 
del Registro a que se refiere.

En el artículo 97, se ha aprobado una enmienda por 
no considerarse adecuado especificar en la Ley los 
sujetos facultados para acceder a la información del 
Registro de víctimas y accidentes de tráfico.

Se ha incorporado un nuevo número ocho bis al ar-
tículo único del Proyecto, para dar una nueva redacción 
a la Disposición adicional novena de la LTCS, con la 
finalidad de objetivar la responsabilidad en accidentes 
de tráfico por atropellos de especies cinegéticas.

En los números nueve y catorce del artículo único 
del Proyecto, por los que se modifica la Disposición 
adicional decimotercera y se incluye una Disposición 
final segunda en la LTCS, se han introducido sendas 
correcciones lingüísticas.

En el número dieciséis del artículo único del Pro-
yecto, por el que se da nueva redacción al Anexo II de 
la LTCS (Infracciones que llevan aparejada la pérdida 
de puntos) se han introducido determinadas enmiendas 
por razón de coherencia con las descripciones de infrac-
ciones contenidas en las letras correspondientes de los 
apartados 5 y 6 del artículo 65.

En el número diecisiete del artículo único del Pro-
yecto, por el que se incluye un Anexo IV en la LTCS 
(Cuadro de sanciones y puntos por exceso de veloci-
dad) se ha aprobado una enmienda por coherencia con 
el hecho, tantas veces citado, de haberse suprimido la 
sanción de suspensión del permiso de conducir.

Se ha aprobado una enmienda que afecta a la Dispo-
sición adicional tercera del Proyecto, por considerar 
razonable destinar el importe de las sanciones en este 
campo también a actuaciones en beneficio de las vícti-
mas de accidentes de tráfico.

Se han incorporado al Proyecto sendas disposiciones 
adicionales nuevas, referentes a las competencias de la 
Comunidad Foral de Navarra para la imposición de las 
sanciones administrativas en esta materia y a la revisión 
de la normativa sobre señalización vial vertical.

En la Disposición transitoria primera del Proyecto 
se ha incorporado una enmienda para precisar más ade-
cuadamente la normativa que regirá los procedimientos 
sancionadores en tramitación cuando entre en vigor la 
Ley.

 Se ha incorporado una nueva Disposición transito-
ria segunda bis, para prever los límites de velocidad 
aplicables a los vehículos de tres ruedas hasta que se 
modifique el Reglamento General de Circulación.

En la Disposición final segunda del Proyecto se ha 
introducido una corrección de estilo.

Por último, en la Diposición final séptima se ha 
aprobado una enmienda para precisar más adecuada-
mente la entrada en vigor de esta Ley.
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ENMIENDAS APROBADAS POR EL SENADO

Los efectos no se han hecho esperar. El cambio de 
comportamientos de los conductores ha provocado una 
reducción muy significativa de la mortalidad en nues-
tras carreteras. Siendo así, lo cierto es que resulta 
imprescindible seguir avanzando en el camino recorri-
do y ello no es posible sin analizar los posibles fallos 
del sistema. En este sentido, transcurridos más de tres 
años desde ese 1 de julio de 2006, es ya posible dirigir 
el grueso de las críticas hacia el elemento que precede a 
toda detracción de puntos: el procedimiento sanciona-
dor. Son varias las reflexiones que éste deja en la actua-
lidad.

Se suprime este párrafo.

TEXTO REMITIDO POR EL CONGRESO
DE LOS DIPUTADOS

PROYECTO DE LEY POR LA QUE SE MODIFICA 
EL TEXTO ARTICULADO DE LA LEY SOBRE 
TRÁFICO, CIRCULACIÓN DE VEHÍCULOS A 
MOTOR Y SEGURIDAD VIAL, APROBADO POR 
EL REAL DECRETO LEGISLATIVO 339/1990, DE 2 

DE MARZO EN MATERIA SANCIONADORA

Preámbulo

A través de la Ley 17/2005, de 19 de julio, por la 
que se regula el permiso y la licencia de conducción 
por puntos y se modifica el texto articulado de la Ley 
sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y 
Seguridad Vial, aprobado por Real Decreto Legislativo 
339/1990, de 2 de marzo, se establecía una nueva arqui-
tectura jurídica de la autorización para conducir basada 
en la especial apreciación y valoración por su titular. La 
Administración del tráfico comenzaba a tasar el permi-
so y la licencia de conducción en un número de puntos 
que procede a detraer cuando el comportamiento del 
conductor no es conforme a lo exigido.

Así, el 1 de julio de 2006, fecha en la que entró en 
vigor la citada modificación, el ordenamiento jurídico 
vial en nuestro país iniciaba una nueva etapa bajo el 
sistema denominado permiso y licencia de conducción 
por puntos.

Los efectos no se han hecho esperar. El cambio de 
comportamientos de los conductores ha provocado una 
reducción muy significativa de la mortalidad en nues-
tras carreteras. Siendo así, lo cierto es que resulta 
imprescindible seguir avanzando en el camino recorri-
do y ello no es posible sin analizar los posibles fallos 
del sistema. En este sentido, transcurridos más de dos 
años desde ese 1 de julio de 2006, es ya posible dirigir 
el grueso de las críticas hacia el elemento que precede a 
toda detracción de puntos: el procedimiento sanciona-
dor. Son varias las reflexiones que éste deja en la actua-
lidad.

En primer lugar, su excesiva dilación en el tiempo, 
la cual se ha hecho quizás aún más palpable con la 
entrada en vigor de la modificación del Código Penal 
operada a través de la Ley Orgánica 15/2007, de 30 de 
noviembre. Así, y a título de ejemplo, resulta especial-
mente significativo que cuando la ingesta de alcohol 
durante la conducción es especialmente elevada, y tipi-
ficada por tanto como delictiva, el reproche jurídico se 
produce en horas. Por el contrario, si aquella es menor, 
y sancionable únicamente en vía administrativa, la fir-
meza de la sanción y la detracción de puntos que ésta 
implica se prolonga innecesariamente durante meses, 
aunque no sea intención del infractor litigar en el pro-
cedimiento.

En este punto merecen especial atención las dificul-
tades con las que se encuentran aquellos infractores 
que, reconociendo la comisión de los hechos y desean-
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do resolver sus consecuencias lo antes posible, se ven 
imposibilitados a hacerlo. Razones procedimentales y 
la falta de una oferta adecuada de medios de pago cons-
tituyen un obstáculo para aquellos casos, cada vez más 
habituales, en que el infractor desea que el procedi-
miento finalice cuanto antes abonando el importe de la 
multa, comenzando así el inicio del período de tiempo 
que le llevará a la devolución del crédito total de pun-
tos. La solución a estos problemas pasa, entre otras, por 
dar cumplimiento a las obligaciones que para la Admi-
nistración establece la Ley 11/2007, de 22 de junio, de 
acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios 
públicos, y que se concretan en la apertura de oficinas 
virtuales de sanciones.

En segundo lugar, la existencia de una cierta sensa-
ción de impunidad derivada de la prolongación en el 
tiempo del procedimiento sancionador. En este sentido 
parece razonable dotar a la Administración sancionado-
ra de herramientas para actuar ante la inactividad del 
infractor que, sin formular alegaciones ni abonar la 
sanción, pretende desentenderse o prolongar innecesa-
riamente el procedimiento sancionador. Todo ello den-
tro del respeto a las garantías del procedimiento. 

Un tercer elemento de crítica radica en la incerti-
dumbre que en la mayoría de los conductores provoca 
el desconocimiento acerca de la existencia de alguno de 
estos procedimientos en los que pudiera estar incurso. 
El empleo, cada vez más frecuente, de medios de detec-
ción de infracciones donde no se produce la detención 
del vehículo, y las deficiencias derivadas del sistema 
actual de notificaciones en el procedimiento, provocan 
al conductor una clara vulneración del «derecho a cono-
cer» el estado de la tramitación de los procedimientos 
en los que está implicado, derecho que le reconoce el 
artículo 35 a) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común.

Asimismo, y como ocurre en el resto de los países 
de nuestro entorno, resulta necesario abordar una ade-
cuada configuración del sistema de responsabilidad en 
los supuestos en que la identificación no puede produ-
cirse en el acto de la comisión del hecho infractor. 
Resultan especialmente llamativos los supuestos en que 
el conductor que diariamente utiliza un vehículo se ve 
llamado sistemáticamente a identificarse a sí mismo 
como su conductor. Por ello, resulta adecuado que 
pueda incorporarse al Registro de Vehículos, la persona 
que es usuario o conductor habitual del vehículo.

De todo lo expuesto anteriormente se deduce que es 
imprescindible llevar a cabo una reforma integral del 
procedimiento sancionador que transmita al infractor la 
sensación de una justicia administrativa del tráfico real-
mente inmediata, desterrando la sensación de impuni-
dad derivada de procedimientos largos y formalistas. Y 
todo ello teniendo siempre presente la amplia jurispru-
dencia relativa al ejercicio del ius puniendi por parte de 
la Administración.

Se suprime este párrafo.

Otro elemento de crítica radica en la incertidum-
bre que en la mayoría de los conductores provoca el 
desconocimiento acerca de la existencia de alguno de 
estos procedimientos en los que pudiera estar incurso. 
El empleo, cada vez más frecuente, de medios de detec-
ción de infracciones donde no se produce la detención 
del vehículo, y las deficiencias derivadas del sistema 
actual de notificaciones en el procedimiento, provocan 
al conductor una clara vulneración del «derecho a cono-
cer» el estado de la tramitación de los procedimientos 
en los que está implicado, derecho que le reconoce el 
artículo 35 a) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común.

De todo lo expuesto anteriormente se deduce que 
es imprescindible llevar a cabo una reforma integral 
del procedimiento sancionador teniendo siempre 
presente la amplia jurisprudencia relativa al ejerci-
cio del ius puniendi por parte de la Administración.
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La experiencia acumulada durante los últimos años 
pone de manifiesto, además, la necesidad de construir 
un procedimiento especial para el ámbito sancionador 
del tráfico donde puedan ser tenidas en cuenta las espe-
cialidades que lo diferencian de los demás procedi-
mientos administrativos.

En primer lugar, su carácter masivo. Treinta millo-
nes de vehículos y veinticinco millones de conductores 
arrojan en nuestras calles y carreteras más de quince 
millones de procedimientos sancionadores por infrac-
ciones a la normativa de circulación. Una cifra que, 
antojándose espectacular, dista sin embargo mucho de 
la existente en el resto de países europeos de nuestro 
entorno donde los sistemas automáticos de detección 
de infracciones llegan a multiplicar por diez el número 
existente en nuestro país.

En segundo lugar, el carácter mismo de la infracción 
de tráfico. La veracidad de los hechos otorgada por los 
medios técnicos homologados o por los Agentes de la 
Autoridad dejan poco margen a la duda.

La diversidad de Administraciones con competen-
cias sancionadoras en materia de tráfico es una caracte-
rística que también debe ser tenida en cuenta. La Ley 
unifica criterios en la idea de que el conductor tenga 
siempre presente que su comportamiento contrario a la 
norma, con independencia del lugar en que se cometa 
la infracción y de la Administración competente, va a 
recibir el mismo reproche jurídico.

Finalmente, con presencia probablemente en cada 
uno de los preceptos, late la voluntad de profundizar en 
la idea de la sanción de tráfico como un elemento de 
seguridad preventiva en la conducción: se trata de evi-
tar la producción de los accidentes ocasionados por un 
comportamiento infractor. Diferentes experiencias 
adoptadas en países de nuestro entorno dejan claro que 
una adecuada gestión del procedimiento sancionador 
influye de un modo directo en la reducción de la sinies-
tralidad.

II

La configuración del nuevo procedimiento sancio-
nador en materia de tráfico se articula mediante la nueva 
redacción de los Títulos V y VI (infracciones y sancio-
nes, y procedimiento sancionador de tráfico) del texto 
articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Ve-
hículos a Motor y Seguridad Vial. Constituyendo aquel 
el eje central de la reforma, se ha procedido a alterar 
otros títulos, unos derivados de la propia modificación 
del procedimiento sancionador y otros como conse-
cuencia de otras materias del texto articulado de la Ley 
necesitadas de nueva redacción. En este sentido, desta-
car la nueva ordenación del ahora llamado Consejo 
Superior de Seguridad Vial y, por otra parte, la creación 
con rango de ley del Registro Estatal de Víctimas y 
Accidentes de Tráfico (REVAT).
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III

En el grupo de títulos de imprescindible cambio 
para la correcta articulación del nuevo procedimiento 
sancionador se encuentra el Título II «Normas de com-
portamiento en la circulación», que en su capítulo pri-
mero incluye las obligaciones generales de los diferen-
tes actores implicados en la circulación. Además de 
introducir la no distracción como obligación del con-
ductor, el objetivo principal es singularizar y definir 
una serie de deberes para el titular del vehículo impli-
cándolo de un modo activo en la responsabilidad de su 
circulación. De un modo más concreto se traslada a esta 
parte de la ley, procedente del articulado sancionador, 
la obligación de todo titular o arrendatario de un ve-
hículo, en su caso, de conocer no sólo quien hace uso 
del vehículo en cada momento, sino también si cuenta 
con la autorización administrativa necesaria para con-
ducirlo. De esta obligación se deriva el deber de comu-
nicar a la Administración la persona que conducía el 
vehículo cuando se detecta una infracción cometida 
con éste.

No obstante, como en la mayoría de los supuestos el 
conductor de un vehículo se convierte en habitual mien-
tras no varía su titularidad, se permite ahora al titular 
desentenderse de las concretas obligaciones de identifi-
cación antes referidas si previamente ha indicado quien 
hace uso del vehículo como conductor habitual del 
mismo, trasladándose a éste las obligaciones que 
corresponden al titular.

Otro de los títulos que toma nueva redacción es el 
Título IV referente a las autorizaciones administrativas. 
También aquí se incluye una importante novedad que 
tendrá sin duda especiales repercusiones en el avance 
de los servicios electrónicos ofrecidos por la Adminis-
tración. El tradicional concepto de domicilio físico se 
transforma ahora en domicilio virtual dejando atrás la 
incertidumbre que constituía el hecho de no saber de la 
existencia de expedientes sancionadores por no haber 
recibido notificación alguna. Este domicilio virtual se 
constituye en obligatorio para las personas jurídicas 
que matriculen nuevos vehículos y se mantiene volun-
tario para las personas físicas.

No obstante, y respecto de éstas últimas, es previsi-
ble un uso cada vez mayor del mismo, habida cuenta de 
que a través de este canal el ciudadano podrá recibir 
otra serie de comunicaciones tan diversas como los avi-
sos de caducidad de la vigencia de su permiso de con-
ducción, la necesaria inspección técnica a que su ve-
hículo debe someterse en breve o información de todo 
tipo referente a la gestión del tráfico.

IV

Dentro ya del nuevo Título V «Régimen sanciona-
dor», pocos cambios se producen respecto al catálogo 
de infracciones. Tras la reordenación llevada a cabo por 
la Ley 17/2005, de 19 de julio, únicamente es necesario 

Dentro ya del nuevo Título V «Régimen sanciona-
dor», pocos cambios se producen respecto al catálogo 
de infracciones. Tras la reordenación llevada a cabo por 
la Ley 17/2005, de 19 de julio, únicamente es necesario 
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efectuar determinados ajustes en la descripción de algu-
nas conductas. Entre ellas cabría señalar la inclusión 
entre las infracciones muy graves de la utilización de 
mecanismos destinados a eludir la vigilancia y control 
del tráfico, lo cual pone en evidencia la manifiesta y 
premeditada voluntad del conductor de infringir reite-
radamente.

Aspecto siempre controvertido en el derecho san-
cionador del tráfico es la determinación de la cuantía 
económica de las multas a imponer. En este sentido 
debe recordarse que no se ha procedido a su revisión en 
los dieciocho años que han transcurrido desde la apro-
bación del texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Cir-
culación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial. Tam-
poco existe ahora intención de hacerlo en profundidad. 
El objetivo se centra en estos momentos en ofrecer al 
ciudadano seguridad en el conocimiento de la sanción 
que corresponde a la infracción cometida. La determi-
nación de las cuantías en la vigente Ley ofrece a las 
diferentes Administraciones con competencias en mate-
ria de tráfico un elevado grado de discrecionalidad, pro-
vocando grandes diferencias en el reproche jurídico por 
unos hechos similares. De este modo, la graduación de 
la sanción no atiende en la actualidad a principios como 
el del peligro potencial creado o a los antecedentes del 
infractor, sino, en gran medida, al territorio donde se ha 
cometido la infracción.

La situación resulta especialmente llamativa cuando 
la infracción cometida consiste en superar los límites 
de velocidad establecidos. La redacción actual de la 
infracción administrativa grave, ampliamente interpre-
table, y la infracción muy grave (con referencia a tantos 
por ciento) provoca la creación de diferentes cuadros 
sancionadores por las diferentes Administraciones con 
competencias en materia de tráfico. Las diferencias lle-
gan al límite en determinados casos especialmente fla-
grantes: el mismo exceso de velocidad, cometido con 
identidad de vehículo, conductor y circunstancias de la 
vía es sancionable en un punto kilométrico y no lo es, 
por el contrario, en el siguiente, este último bajo dife-
rente Administración.

Las anteriores situaciones descritas han motivado 
que se proceda ahora a definir la cuantía de la multa en 
una cantidad exacta. Sólo la existencia de circunstan-
cias adicionales concurrentes como los antecedentes 
del infractor o el peligro potencial creado motivará una 
especial graduación de la sanción. De este modo, y 
especialmente en la infracción consistente en exceder 
el límite de velocidad, el ciudadano tendrá certeza 
absoluta de las consecuencias de su comportamiento 
infractor, independientemente de la Administración que 
sobre él ejerza la competencia sancionadora.

Fuera del ámbito de la multa económica, la reforma 
opera también en el resto del catálogo de sanciones 
existentes en la actualidad. Se deroga la sanción consis-
tente en la imposibilidad de obtener el permiso por el 
período de dos años tras haber sido denunciado, hoy 
condenado, por conducir careciendo de permiso. Tras 

efectuar determinados ajustes en la descripción de algu-
nas conductas. Entre ellas cabría señalar la inclusión 
entre las infracciones muy graves de la utilización 
de mecanismos destinados a eludir la vigilancia y 
control del tráfico.

Se suprime este párrafo.

Fuera del ámbito de la multa económica, la reforma 
opera también en el resto del catálogo de sanciones 
existentes en la actualidad. Se deroga la sanción consis-
tente en la imposibilidad de obtener el permiso por el 
período de dos años tras haber sido denunciado, hoy 
condenado, por conducir careciendo de permiso y se 
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el específico deber del titular, así configurado en el ar-
tículo 9 bis, de conocer en todo momento quien hace 
uso del vehículo y de comunicarlo a la Administración 
cuando una infracción sea cometida, se incrementan las 
consecuencias derivadas del incumplimiento de esa 
obligación, que llegarán en ocasiones a la suspensión 
del permiso de circulación. Finalmente, se atiende a la 
especial problemática de los conductores no residentes 
que infringen en nuestro país, configurando especiales 
consecuencias para situaciones que son realmente dife-
rentes.

En un capítulo específicamente dedicado a ello, la 
ley mantiene el tradicional sistema de determinación de 
la responsabilidad dirigido a castigar al autor del hecho 
infractor. No obstante, la reforma no es ajena al hecho 
de que nuevas realidades exigen nuevas soluciones. 
Siguiendo la tendencia europea nuestro país hace uso 
en un número cada vez mayor de los sistemas automá-
ticos de detección de infracciones, especialmente efica-
ces en la reducción de la siniestralidad, pero con una 
problemática común: la identificación del conductor 
responsable de la infracción. Manteniendo el deber del 
titular del vehículo de conocer y comunicar quien es el 
conductor, la ley articula el sistema de responsabilidad 
para la nueva figura antes explicada del conductor habi-
tual.

V

De especial importancia, eje central de la reforma, 
es el capítulo III del Título V, íntegramente dedicado al 
iter procedimental que debe producirse para que el 
comportamiento infractor sea sancionado. Como ya 
ocurre respecto de las infracciones y sanciones en el 
orden social, o de los procedimientos administrativos 
en materia tributaria, se trata de configurar ahora un 
procedimiento específico, alejado de la rigidez de unas 
reglas comunes, que contemple las especiales caracte-
rísticas del tráfico. 

De este modo, la reforma incluye una modificación 
expresa de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a la 
que se incorpora una nueva disposición adicional octa-
va bis al objeto de alterar el orden de prelación en la 
aplicación del texto articulado de la Ley sobre Tráfico, 
Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, tal 
como para las materias citadas anteriormente se señala 
en las disposiciones adicionales quinta, sexta y séptima 
de esa Ley.

Tres son las principales novedades que caracterizan 
ahora al procedimiento sancionador de tráfico: el esta-
blecimiento de un procedimiento abreviado, el diseño 
de un nuevo régimen en la práctica de la notificación 
que tenga presente los nuevos sistemas telemáticos de 
comunicación (correo electrónico, teléfono móvil, etc.) 
y la terminación de oficio del procedimiento ante la 
falta de actuaciones por parte del infractor.

El procedimiento abreviado ahora diseñado es simi-
lar a los coloquialmente conocidos en el ámbito penal 

suprime la sanción de suspensión de la autorización 
administrativa para conducir. Además del específico 
deber del titular, así configurado en el artículo 9 bis, 
de conocer en todo momento quien hace uso del ve-
hículo y de comunicarlo a la Administración cuando 
una infracción sea cometida, se atiende a la especial 
problemática de los conductores no residentes que 
infringen en nuestro país, configurando especiales 
consecuencias para situaciones que son realmente 
diferentes.

El procedimiento abreviado ahora diseñado es simi-
lar a los coloquialmente conocidos en el ámbito penal 
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como «juicios rápidos». Se trata ahora de ofrecer al 
infractor, consciente de la comisión de sus hechos, la 
posibilidad de suscribir un pacto con la Administración 
sancionadora que le permita cumplir rápidamente el 
castigo impuesto a cambio de una rebaja sustantiva en 
éste. De las ventajas evidentes que para Administración 
e infractor se derivan del acuerdo hay que añadir el 
refuerzo del principio antes apuntado de la sanción 
como elemento de seguridad activa, toda vez que se 
afianza en los conductores la configuración de una jus-
ticia administrativa vial que actúa con inmediatez y se 
aleja de sensaciones de impunidad.

El segundo de los elementos característico del nuevo 
procedimiento sancionador es la creación de un sistema 
de notificaciones adaptado a la realidad actual. Las 
notificaciones en Boletines Oficiales pueden efectiva-
mente ofrecer «garantías formales» de que la notifica-
ción ha sido practicada. Sin embargo, no ofrecen 
«garantía material» alguna al ciudadano de que tenga 
siempre conocimiento de los procedimientos que con-
tra él se dirigen. En estas circunstancias se crean la 
Dirección Electrónica Vial (DEV) y el Tablón Edictal 
de Sanciones de Tráfico, en formato digital.

Ambos parten de la realidad que el vehículo supone 
y que implica su traslado continuo, situándose sin solu-
ción de continuidad bajo el ámbito territorial de dife-
rentes Administraciones con competencias sancionado-
ras. En este sentido, el conductor debe poder contar con 
un lugar cierto de notificaciones donde todas las Admi-
nistraciones del tráfico puedan remitirle las diferentes 
comunicaciones. Asimismo, debe ser suficiente ese 
lugar para que cualquier conductor pueda conocer si 
sobre él o su vehículo se ha ejercido o se está ejercien-
do la potestad sancionadora en materia de tráfico, sea 
cual fuere el ámbito territorial donde el hecho se hubie-
se cometido. Las nuevas tecnologías ayudan sin duda a 
esta nueva concepción.

VI

Las medidas cautelares, ahora denominadas provi-
sionales, sufren también una importante revisión. Con 
objeto de asegurar la eficacia de la resolución sanciona-
dora y de garantizar la seguridad vial en la circulación, 
se adoptan sobre el infractor nuevas medidas y se rede-
finen las existentes. 

Además, se contemplan otras medidas, como las 
que tienen por objeto limitar al titular la disposición 
sobre sus autorizaciones administrativas cuando con las 
mismas quedasen sanciones firmes pendientes de abo-
nar, y, para las sanciones de mayor gravedad, aquellas 
otras que prohíben el uso del vehículo por el infractor 
en tanto no se resuelva el expediente sancionador. 
Finalmente, se clarifican los supuestos en que la Admi-
nistración puede proceder a la destrucción del vehículo 
por haber quedado abandonado por su titular, medida 
que pasa ahora a denominarse «tratamiento residual del 
vehículo».

como «juicios rápidos». Se trata ahora de ofrecer al 
infractor la posibilidad de suscribir un pacto con la 
Administración sancionadora que le permita cum-
plir rápidamente el castigo impuesto a cambio de 
una rebaja sustantiva en éste. De las ventajas eviden-
tes que para Administración e infractor se derivan del 
acuerdo hay que añadir el refuerzo del principio antes 
apuntado de la sanción como elemento de seguridad 
activa, toda vez que se afianza en los conductores la 
configuración de una justicia administrativa vial que 
actúa con inmediatez y se aleja de sensaciones de impu-
nidad.

Además, se contemplan otras medidas, como las 
que tienen por objeto limitar al titular la disposición 
sobre sus autorizaciones administrativas cuando 
con las mismas quedasen sanciones firmes pendien-
tes de abonar. Finalmente, se clarifican los supuestos 
en que la Administración puede proceder a la destruc-
ción del vehículo por haber quedado abandonado por 
su titular, medida que pasa ahora a denominarse «trata-
miento residual del vehículo».
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También se establecen novedades respecto a la eje-
cución de las sanciones y la gestión de los antecedentes 
del infractor. Así, el plazo de prescripción de las san-
ciones económicas y su cómputo se adaptan a la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

Por otra parte, además del traslado a esta parte del texto 
articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehícu-
los a Motor y Seguridad Vial de todo lo referente al frac-
cionamiento de la sanción de suspensión del permiso de 
conducción, cabe destacar la nueva condición impuesta a 
los titulares de autorizaciones administrativas de encon-
trarse al día en el cumplimiento de las sanciones para 
poder efectuar cualquier trámite relativo a las mismas. 

Por último, en el Título VI se regula, con rango de 
ley, el Registro Estatal de Víctimas y Accidentes de 
Tráfico, en donde figurarán únicamente aquellos datos 
que sean relevantes y que permitan disponer de la 
información necesaria para determinar las causas y cir-
cunstancias en que se han producido los accidentes de 
tráfico de los que han derivado víctimas y sus conse-
cuencias. En este sentido, el tiempo ha demostrado que 
una correcta gestión de los datos sobre accidentalidad 
permite adoptar medidas especiales dirigidas a reducir 
la siniestralidad en ámbitos o colectivos específicos.

Artículo único. Modificación del texto articulado de 
la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a 
Motor y Seguridad Vial, aprobado por el Real Decre-
to Legislativo 339/1990, de 2 de marzo.

El texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circula-
ción de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de 
marzo, se modifica en los siguientes términos:

Uno. El párrafo c) del artículo 5 queda redactado 
del siguiente modo: 

«c) Conceder la autorización a los centros de for-
mación de conductores y declarar la nulidad, así como 
los certificados de aptitud y autorizaciones que permi-
tan acceder a la actividad profesional en materia de 
enseñanza de la conducción y acreditar la de los centros 
de reconocimiento de aptitudes psicofísicas de los con-
ductores, con los requisitos y condiciones que regla-
mentariamente se determinen.»

Dos. El Capítulo II del Título Primero queda 
redactado del siguiente modo:

«CAPÍTULO II

Consejo Superior de Seguridad Vial

Artículo 8. Objeto, funciones y composición.

1. Se constituye el Consejo Superior de Seguridad 
Vial como el órgano de consulta y participación para el 
desarrollo y ejecución de la política de seguridad vial.

Por otra parte, cabe destacar la nueva condición 
impuesta a los titulares de autorizaciones adminis-
trativas de encontrarse al día en el cumplimiento de 
las sanciones para poder efectuar cualquier trámite 
relativo a las mismas. 
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2. Para la mejor consecución de sus fines, el Con-
sejo estará integrado por representantes de la Adminis-
tración General del Estado, de las Comunidades y Ciu-
dades Autónomas, de las Administraciones Locales y 
de las entidades, fundaciones, asociaciones de víctimas, 
sector social de la discapacidad y organizaciones profe-
sionales, económicas y sociales de ámbito estatal más 
representativas directamente vinculadas con la seguri-
dad vial.

3. El Consejo Superior de Seguridad Vial ejercerá 
las siguientes funciones:

a) Informar los planes nacionales estratégicos y de 
actuación en materia de seguridad vial.

b) Conocer del seguimiento y evaluaciones de las 
acciones en materia de seguridad vial puestas en mar-
cha.

c) Proponer al Gobierno medidas y actuaciones en 
materia de seguridad vial.

d) Conocer e informar sobre la evolución de la 
siniestralidad vial en España.

e) Informar o proponer, en su caso, los proyectos 
de carácter general que afectan a la seguridad vial.

f) Coordinar e impulsar, mediante las correspon-
dientes propuestas, la actuación de los distintos orga-
nismos, entidades y asociaciones que desarrollen acti-
vidades relacionadas con la seguridad vial.

g) Promover la concertación y el intercambio de 
experiencias entre los diferentes miembros del Pleno.

4. La presidencia del Consejo corresponde al 
Ministro del Interior y la secretaría al Observatorio 
Nacional de Seguridad Vial.

5. El Consejo Superior de Seguridad Vial se 
estructura en los siguientes órganos: el Pleno, la Comi-
sión Permanente, la Comisión Autonómica, la Comi-
sión Local de Seguridad Vial y los grupos de trabajo. 

6. Su composición, régimen jurídico, orgánico y 
funcional se determinarán reglamentariamente. A estos 
efectos, podrán crearse Consejos Territoriales de Segu-
ridad Vial.

7. Las Comunidades Autónomas con competen-
cias ejecutivas en materia de tráfico y seguridad vial 
podrán establecer sus propios Consejos Autonómicos 
de Seguridad Vial.»

Tres. El artículo 9 queda redactado del siguiente 
modo:

«Artículo 9. Usuarios, conductores y titulares de 
vehículos.

1. Los usuarios de la vía están obligados a com-
portarse de forma que no entorpezcan indebidamente la 
circulación, ni causen peligro, perjuicios o molestias 
innecesarias a las personas, o daños a los bienes.

2. Los conductores deben utilizar el vehículo con 
la diligencia, precaución y no distracción necesarias 
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para evitar todo daño, propio o ajeno, cuidando de no 
poner en peligro, tanto a sí mismos como a los demás 
ocupantes del vehículo y al resto de usuarios de la vía.

El conductor deberá verificar que las placas de 
matrícula del vehículo no presentan obstáculos que 
impidan o dificulten su lectura e identificación.

3. Los titulares y, en su caso, los arrendatarios de 
los vehículos tienen el deber de actuar con la máxima 
diligencia para evitar los riesgos que conlleva su utili-
zación, manteniéndolos en las condiciones legal y 
reglamentariamente establecidas, sometiéndolos a los 
reconocimientos e inspecciones que correspondan e 
impidiendo que sean conducidos por quienes carezcan 
de autorización para conducir.»

Cuatro. Se incluye un artículo 9 bis con la siguien-
te redacción:

«Artículo 9 bis. Obligaciones del titular del ve-
hículo y del conductor habitual:

1. El titular de un vehículo tiene las siguientes 
obligaciones:

a) Facilitar a la Administración la identificación 
del conductor del vehículo en el momento de ser come-
tida una infracción. Los datos facilitados deben incluir 
el número del permiso o licencia de conducción que 
permita la identificación en el Registro de Conductores 
e Infractores.

Si el conductor no figura inscrito en el Registro de 
Conductores e Infractores, el titular deberá disponer de 
copia de la autorización administrativa que le habilite a 
conducir en España y facilitarla a la Administración 
cuando le sea requerida.

b) Impedir que el vehículo sea conducido por 
quien carezca de la autorización administrativa corres-
pondiente.

2. El titular podrá comunicar al Registro de Vehí-
culos de la Dirección General de Tráfico el conductor 
habitual del mismo en los términos que se determinen 
por Orden del Ministro del Interior y conforme a lo dis-
puesto en el apartado 1.bis del Anexo I. En este supues-
to, el titular quedará exonerado de las obligaciones 
anteriores, que se trasladarán al conductor habitual.

3. Las obligaciones establecidas en el apartado 1 y 
la comunicación descrita en el apartado anterior corres-
ponderán al arrendatario a largo plazo del vehículo, en 
el supuesto de que hubiese constancia de éste en el 
Registro de Vehículos.

4. Los titulares de los vehículos en régimen de 
arrendamiento a largo plazo deberán comunicar al 
Registro de Vehículos el arrendatario, en los términos 

3. Los titulares y, en su caso, los arrendatarios de 
los vehículos tienen el deber de actuar con la máxima 
diligencia para evitar los riesgos que conlleva su utili-
zación, manteniéndolos en las condiciones legal y 
reglamentariamente establecidas, sometiéndolos a los 
reconocimientos e inspecciones que correspondan e 
impidiendo que sean conducidos por quienes nunca 
hubieren obtenido el permiso o la licencia de con-
ducción correspondiente.»

Si el conductor no figura inscrito en el Registro de 
Conductores e Infractores, el titular deberá disponer de 
copia de la autorización administrativa que le habilite a 
conducir en España y facilitarla a la Administración 
cuando le sea requerida. Si el titular fuese una empresa 
de alquiler de vehículos sin conductor, la copia de la 
autorización administrativa podrá sustituirse por 
la copia del contrato de arrendamiento.

b) Impedir que el vehículo sea conducido por 
quienes nunca hubieren obtenido el permiso o la 
licencia de conducción correspondiente. 

4. Los titulares de los vehículos en régimen de 
arrendamiento deberán comunicar al Registro de 
Vehículos o, en su caso, identificar al arrendatario, 
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que se determinen mediante la correspondiente Orden 
Ministerial.»

Cinco. El artículo 59 queda redactado del siguien-
te modo:

«Artículo 59. Normas generales sobre autoriza-
ciones administrativas.

1. Con objeto de garantizar la aptitud de los con-
ductores para manejar los vehículos y la idoneidad de 
éstos para circular con el mínimo de riesgo posible, la 
circulación de vehículos a motor por las vías objeto de 
esta Ley requerirá de la obtención de la correspondien-
te autorización administrativa previa.

Reglamentariamente se fijarán los datos que han de 
constar en las autorizaciones de los conductores y de 
los vehículos.

2. El conductor de un vehículo queda obligado a 
estar en posesión y llevar consigo su permiso o licencia 
válidos para conducir, así como el permiso de circula-
ción del vehículo y la tarjeta de inspección técnica o 
certificado de características, y deberá exhibirlos ante 
los Agentes de la Autoridad que se lo soliciten, de 
acuerdo con lo que reglamentariamente se determine.

3. En las autorizaciones administrativas de circu-
lación únicamente constará un titular.»

Seis. Se incluye un artículo 59 bis con la siguiente 
redacción:

«Artículo 59 bis. Domicilio y Dirección Electró-
nica Vial (DEV) de los titulares de una autorización 
administrativa.

1. El titular de una autorización administrativa 
para conducir o de circulación de vehículo comunicará 
a los Registros de la Dirección General de Tráfico su 
domicilio. Este domicilio se utilizará para efectuar las 
notificaciones respecto de todas las autorizaciones de 
que disponga. A estos efectos, los Ayuntamientos y la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria podrán 

en los términos que se determinen mediante la 
correspondiente Orden Ministerial. 

Cuatro bis (nuevo). El párrafo e) del apartado 2 
del artículo 39 queda redactado del siguiente modo:

«e) Sobre las aceras, paseos y demás zonas des-
tinadas al paso de peatones. No obstante, los Muni-
cipios, a través de Ordenanza Municipal, podrán 
regular la parada y el estacionamiento a los vehícu-
los de dos ruedas y ciclomotores de dos ruedas sobre 
las aceras y paseos siempre que no se perjudique ni 
se entorpezca el tránsito de los peatones por ella, 
atendiendo a las necesidades de aquéllos que pue-
dan portar algún objeto voluminoso y, especialmen-
te, las de aquellas personas que pudieran contar con 
alguna discapacidad.»

1. El titular o titulares de las autorizaciones 
administrativas de circulación o de circulación de 
vehículo comunicará a los Registros de la Dirección 
General de Tráfico su domicilio. Este domicilio se 
utilizará para efectuar las notificaciones respecto de 
todas las autorizaciones de que disponga.



Congreso 29 de octubre de 2009.—Serie A. Núm. 12-13

15

comunicar a la Dirección General de Tráfico los nuevos 
domicilios de que tengan constancia.

2. En el historial de cada vehículo podrá hacerse 
constar, además, un domicilio a los únicos efectos de 
gestión de los diferentes tributos relacionados con el 
vehículo.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado pri-
mero, la Dirección General de Tráfico asignará además 
a todo titular de una autorización administrativa de con-
ducción o de circulación de vehículo, y con carácter 
previo a su obtención, una Dirección Electrónica Vial 
(DEV). Esta dirección se asignará automáticamente a 
todas las autorizaciones de que disponga su titular en 
los Registros de Vehículos y de Conductores. 

4. La asignación de la Dirección Electrónica Vial 
se realizará también al arrendatario a largo plazo que 
conste en el Registro de Vehículos, con carácter previo 
a su inclusión.

5. No obstante lo dispuesto en los apartados ante-
riores, si el titular de la autorización es una persona físi-
ca sólo se le asignará una Dirección Electrónica Vial 
cuando lo solicite voluntariamente, sin perjuicio del 
derecho que al interesado le reconoce el artículo 28.4 
de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electróni-
co de los ciudadanos a los Servicios Públicos. En este 
caso, todas las notificaciones se practicarán en esa 
Dirección Electrónica Vial conforme se establece en el 
artículo 77, sin perjuicio del derecho que al interesado 
le reconoce el artículo 28.4 de la Ley 11/2007, de 22 de 
junio.

6. En la Dirección Electrónica Vial además se 
practicarán los avisos e incidencias relacionados con 
las autorizaciones administrativas recogidas en esta 
Ley.

Seis bis. Se propone la modificación del párrafo 
segundo, del apartado 7, del artículo 63 que queda 
redactado de la forma siguiente:

«7. El titular de una autorización, que haya perdi-
do una parte del crédito inicial de puntos asignado, 
podrá optar a su recuperación parcial, hasta un máximo 
de seis puntos, por una sola vez cada dos años, reali-
zando y superando con aprovechamiento un curso de 
sensibilización y reeducación vial, con la excepción de 
los conductores profesionales que podrán realizar el 
citado curso con frecuencia anual.»

5. No obstante lo dispuesto en los apartados 
anteriores, si el titular de la autorización es una per-
sona física sólo se le asignará una Dirección Electró-
nica Vial cuando lo solicite voluntariamente. En este 
caso, todas las notificaciones se practicarán en esa 
Dirección Electrónica Vial conforme se establece en el 
artículo 77, sin perjuicio del derecho que al interesado 
le reconoce el artículo 28.4 de la Ley 11/2007, de 22 de 
junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los 
servicios públicos.

Seis bis (nuevo). El último párrafo del apartado 4 
del artículo 60 queda redactado del siguiente modo: 

«Los conductores no perderán más de ocho puntos 
por acumulación de infracciones en un solo día, salvo 
que concurra alguna de las infracciones muy graves a 
que se refieren los párrafos a), b), c), d), e), f), g), h) e i) 
del artículo 65, apartado 5, en cuyo caso perderán el 
número total de puntos que correspondan.»

Seis ter.
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Siete. El Título V queda redactado del siguiente 
modo:

«TÍTULO V

Régimen sancionador

CAPÍTULO PRIMERO

Infracciones y sanciones

Artículo 65. Cuadro general de infracciones.

1. Las acciones u omisiones contrarias a esta Ley, 
desarrolladas reglamentariamente en su caso, tendrán 
el carácter de infracciones administrativas y serán san-
cionadas en los casos, forma y medida que en ella se 
determinen.

Cuando las acciones u omisiones puedan constituir 
delitos o faltas tipificadas en las leyes penales, se estará 
a lo dispuesto en el artículo 72.

2. Las infracciones a que hace referencia el apar-
tado anterior se clasifican en leves, graves y muy gra-
ves.

3. Son infracciones leves las cometidas contra las 
normas contenidas en esta Ley y en los Reglamentos 
que la desarrollen que no se califiquen expresamente 
como graves o muy graves en los apartados siguientes.

4. Son infracciones graves, cuando no sean consti-
tutivas de delito, las conductas tipificadas en esta Ley 
referidas a:

a) No respetar los límites de velocidad reglamen-
tariamente establecidos, de acuerdo con lo recogido en 
el Anexo IV.

b) Circular en un tramo a una velocidad media 
superior a los límites establecidos reglamentariamente, 
de acuerdo con lo recogido en el Anexo IV.

c) Incumplir las disposiciones de esta Ley en 
materia de prioridad de paso, adelantamientos, cambios 
de dirección o sentido y marcha atrás, sentido de la cir-
culación, utilización de carriles y arcenes y, en general, 
toda vulneración de las ordenaciones especiales de trá-
fico por razones de seguridad o fluidez de la circula-
ción.

d) Parar o estacionar en el carril bus, en curvas, 
cambios de rasante, zonas de estacionamiento para uso 
exclusivo de personas con discapacidad, túneles, pasos 
inferiores, intersecciones o en cualquier otro lugar peli-
groso o en el que se obstaculice gravemente la circula-
ción o constituya un riesgo, especialmente para los pea-
tones.

3. Son infracciones leves las cometidas contra las 
normas contenidas en esta Ley y en los Reglamentos 
que la desarrollen que no se califiquen expresamente 
como graves o muy graves en los apartados siguientes. 
En particular es falta leve no hacer uso por parte de 
los usuarios de bicicletas de los elementos y prendas 
reflectantes, de acuerdo con lo dispuesto en esta 
Ley.

d) Parar o estacionar en el carril bus, en cur-
vas, en cambios de rasante, zonas de estacionamien-
to exclusivo para personas con discapacidad, túne-
les, pasos inferiores, intersecciones, o en cualquier 
otro lugar peligroso o en el que se obstaculice grave-
mente la circulación o constituya un riesgo, espe-
cialmente para los peatones. Tendrán asimismo la 
consideración de infracción grave el estacionamien-
to en zonas de carga y descarga, sobre las aceras, 
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e) Circular sin hacer uso del alumbrado reglamen-
tario.

f) Conducir utilizando cascos, auriculares u otros 
dispositivos que disminuyan la obligatoria atención 
permanente a la conducción.

g) Conducir utilizando manualmente dispositivos 
de telefonía móvil, navegadores o cualquier otro siste-
ma de comunicación.

h) No hacer uso del cinturón de seguridad, siste-
mas de retención infantil, casco y demás elementos de 
protección.

i) Circular con menores de doce años como pasa-
jeros de ciclomotores o motocicletas.

j) No respetar las señales de los Agentes que regu-
lan la circulación.

k) No respetar la luz roja de un semáforo.
l) No respetar la señal de stop o la señal de ceda el 

paso.
ll) Conducir un vehículo siendo titular de una 

autorización que carece de validez por no haber cum-
plido los requisitos administrativos exigidos reglamen-
tariamente en España.

m) La conducción negligente.
n) Arrojar a la vía o en sus inmediaciones objetos 

que puedan producir incendios o accidentes, o que obs-
taculicen la libre circulación.

ñ) No mantener la distancia de seguridad con el 
vehículo que le precede.

o) Circular con un vehículo que incumpla las con-
diciones técnicas reglamentariamente establecidas, 
salvo que pudieran estimarse incluidas en el aparta-
do 5.ll) siguiente, así como las infracciones relativas a las 
normas que regulan la inspección técnica de vehículos.

p) Incumplir la obligación de todo conductor de 
verificar que las placas de matrícula del vehículo no 
presentan obstáculos que impidan o dificulten su lectu-
ra e identificación.

q) No facilitar al Agente de la autoridad su identi-
dad ni los datos del vehículo solicitados por los afecta-
dos en un accidente de circulación, estando implicado 
en el mismo.

r) Conducir vehículos con la carga mal acondicio-
nada o con peligro de caída, cuando afecten a la seguri-
dad vial.

s) Conducir un vehículo teniendo suspendida la 
autorización administrativa para conducir o prohibida 
su utilización por el conductor.

t) Circular con un vehículo cuyo permiso de circu-
lación está suspendido.

u) La ocupación excesiva del vehículo que supon-
ga aumentar en un 50 por ciento el número de plazas 
autorizadas, excluida la del conductor.

paseos y demás zonas destinadas al paso de peato-
nes, delante de los vados señalizados correctamente 
y el estacionamiento en doble fila.

e) Circular sin hacer uso del alumbrado reglamen-
tario, salvo que el vehículo sea una bicicleta en cuyo 
caso la infracción tendrá el carácter de leve.

r) Conducir vehículos con la carga mal acondi-
cionada o con peligro de caída.



Congreso 29 de octubre de 2009.—Serie A. Núm. 12-13

18

v) Incumplir la obligación de impedir que el ve-
hículo sea conducido por persona que carece de la auto-
rización administrativa para conducir correspondiente.

w) Incumplir las normas sobre el régimen de auto-
rización y funcionamiento de los centros de enseñanza 
y formación y de los centros de reconocimiento de con-
ductores autorizados por el Ministerio del Interior, 
salvo que pudieran estimarse incluidas en el artícu-
lo 65.6.e).

x) Circular por autopistas o autovías con vehícu-
los que lo tienen prohibido.

y) No instalar los dispositivos de alerta al conduc-
tor en los garajes o aparcamientos en los términos legal 
y reglamentariamente previstos.

z) Circular en posición paralela con vehículos que 
lo tienen prohibido.

5. Son infracciones muy graves, cuando no sean 
constitutivas de delito, las siguientes conductas:

a) No respetar los límites de velocidad reglamen-
tariamente establecidos, de acuerdo con lo recogido en 
el Anexo IV.

b) Circular en un tramo a una velocidad media 
superior a los límites establecidos reglamentariamente, 
de acuerdo con lo recogido en el Anexo IV.

c) La conducción por las vías objeto de esta Ley 
habiendo ingerido bebidas alcohólicas con tasas supe-
riores a las que reglamentariamente se establezcan, y 
en todo caso, la conducción bajo los efectos de estupe-
facientes, psicotrópicos, estimulantes y cualquier otra 
sustancia de efectos análogos.

d) Incumplir la obligación de todos los conducto-
res de vehículos de someterse a las pruebas que se esta-
blezcan para la detección de posibles intoxicaciones de 
alcohol, estupefacientes, psicotrópicos, estimulantes y 
otras sustancias análogas, y la de los demás usuarios de 
la vía cuando se hallen implicados en algún accidente 
de circulación.

e) La conducción temeraria.
f) La circulación en sentido contrario al estable-

cido.
g) Participar en competiciones y carreras de ve-

hículos no autorizadas.
h) Conducir vehículos que tengan instalados inhi-

bidores de radar o cualesquiera otros mecanismos o 
instrumentos encaminados a eludir la vigilancia del trá-
fico.

i) El exceso en más del 50 por ciento en los tiem-
pos de conducción o la minoración en más del 50 por 
ciento en los tiempos de descanso establecidos en la 
legislación sobre transporte terrestre.

j) El incumplimiento por el titular o el arrendata-
rio del vehículo con el que se haya cometido la infrac-
ción de la obligación de identificar verazmente al con-
ductor responsable de dicha infracción, cuando sean 

v) Incumplir la obligación de impedir que el ve-
hículo sea conducido por quien nunca hubiere obteni-
do el permiso o la licencia de conducción correspon-
diente.

w) Incumplir las normas sobre el régimen de auto-
rización y funcionamiento de los centros de enseñanza 
y formación y de los centros de reconocimiento de con-
ductores autorizados por el Ministerio del Interior o 
por los órganos competentes de las Comunidades 
Autónomas, salvo que pudieran estimarse incluidas en 
el artículo 65.6.e).

h) Conducir vehículos que tengan instalados 
inhibidores de radar o cualesquiera otros mecanis-
mos encaminados a interferir en el correcto funcio-
namiento de los sistemas de vigilancia del tráfico.

j) El incumplimiento por el titular o el arrendata-
rio del vehículo con el que se haya cometido la infrac-
ción de la obligación de identificar verazmente al con-
ductor responsable de dicha infracción, cuando sean 
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debidamente requeridos para ello en el plazo estable-
cido. 

k) Conducir un vehículo careciendo de la autori-
zación administrativa correspondiente.

l) Circular con un vehículo que carezca de la auto-
rización administrativa correspondiente, o que ésta no 
sea válida por no cumplir los requisitos exigidos regla-
mentariamente.

ll) Circular con un vehículo que incumpla las con-
diciones técnicas que afecten gravemente a la seguridad 
vial.

6. Asimismo, son infracciones muy graves:

a) Realizar en la vía obras sin la autorización 
correspondiente, así como la retirada, ocultación, alte-
ración o deterioro de la señalización permanente u oca-
sional.

b) No instalar la señalización de obras o hacerlo 
incorrectamente, poniendo en grave riesgo la seguridad 
vial.

c) Incumplir las normas, reglamentariamente esta-
blecidas, que regulan las actividades industriales que 
afectan de manera directa a la seguridad vial.

d) Instalar sistemas de detección de radar en los 
vehículos o cualesquiera otros mecanismos encamina-
dos a eludir los sistemas de vigilancia.

e) Incumplir las normas sobre el régimen de auto-
rización y funcionamiento de los centros de enseñanza 
y formación y de los centros de reconocimiento de con-
ductores autorizados por el Ministerio del Interior o por 
los órganos competentes de las Comunidades Autóno-
mas, que afecten a la cualificación de los profesores o 
facultativos, al estado de los vehículos utilizados en la 
enseñanza, o a elementos esenciales que incidan direc-
tamente en la seguridad vial. 

debidamente requeridos para ello en el plazo estableci-
do. En el supuesto de las empresas de alquiler de 
vehículos sin conductor la obligación de identificar 
se ajustará a las previsiones al respecto del artícu-
lo 9 bis.

m) (nueva). Las realizadas por Autoridades o 
funcionarios en el ejercicio de su responsabilidad 
que pongan en peligro la seguridad vial.

n) (nueva). Participar o colaborar en la colo-
cación o puesta en funcionamiento de elementos que 
alteren el normal funcionamiento del uso del tacó-
grafo o del limitador de velocidad.

d) Instalar inhibidores de radar en los vehículos o 
cualesquiera otros mecanismos encaminados a interfe-
rir en el correcto funcionamiento de los sistemas de 
vigilancia del tráfico. No constituirán infracción los 
sistemas de aviso que informan de la posición de los 
sistemas de vigilancia del tráfico.
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8 (nuevo). Los Agentes de la autoridad deberán 
documentar en forma adjunta al boletín de denun-
cia las infracciones recogidas en esta Ley que sean 
susceptibles de ser objetivadas mediante el uso de 
tecnología de captación de imágenes o de vídeo. 

En todo caso, el conductor denunciado podrá 
hacer constar directamente en el boletín de denun-
cia las observaciones que estime oportunas.

7. Las infracciones derivadas del incumplimiento 
de la obligación de asegurar los vehículos a motor se 
regularán y sancionarán con arreglo a su legislación 
específica.

Las estaciones de ITV requerirán la acreditación del 
seguro obligatorio en cada inspección ordinaria o 
extraordinaria del vehículo. El resultado de la inspec-
ción no podrá ser favorable en tanto no se verifique este 
requisito.

Artículo 66. Infracciones en materia de publicidad.

Las infracciones a lo previsto en el artículo 52 se 
sancionarán en la cuantía y a través del procedimiento 
establecido en la legislación sobre defensa de los con-
sumidores y usuarios.

Artículo 67. Sanciones.

1. Las infracciones leves serán sancionadas con 
multa de hasta 100 euros; las graves con multa de 200 
euros; y las muy graves con multa de 500 euros. No 
obstante, las infracciones consistentes en no respetar 
los límites de velocidad se sancionarán en la cuantía 
prevista en el Anexo IV de esta Ley.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto anteriormente, en 
la imposición de sanciones deberá tenerse en cuenta 
que:

a) La multa por la infracción prevista en el ar-
tículo 65.5.j) será el doble de la prevista para la infrac-
ción originaria que la motivó, si es infracción leve, y el 
triple, si es infracción grave o muy grave. 

b) La infracción recogida en el artículo 65.5.h) se 
sancionará con multa de 6.000 euros.

c) Las infracciones recogidas en el artículo 65.6 se 
sancionarán con multa de entre 3.000 y 20.000 euros.

Asimismo, en el supuesto de la infracción recogida 
en el artículo 65.6.e) se podrá imponer la sanción de 
suspensión de la correspondiente autorización por el 
período de un año. Durante el tiempo que dure la sus-
pensión su titular no podrá obtener otra autorización 
para las mismas actividades. 

La realización de actividades durante el tiempo de 
suspensión de la autorización llevará aparejada una 
nueva suspensión por un período de seis meses al 
cometerse el primer quebrantamiento, y de un año si 
se produjese un segundo o sucesivos quebrantamien-
tos.
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3. En el supuesto de infracciones que impliquen 
detracción de puntos, el Agente denunciante tomará 
nota de los datos del permiso de conducción y los 
remitirá al órgano sancionador competente que, 
cuando la sanción sea firme, los comunicará junta-
mente con la sanción y la detracción de puntos 
correspondiente al Registro de Conductores e 
Infractores.

4. Cuando el infractor no acredite su residencia 
legal en territorio español, el Agente denunciante fijará 
provisionalmente la cuantía de la multa y, de no deposi-
tarse su importe, el conductor deberá trasladar el ve-
hículo e inmovilizarlo en el lugar indicado por el Agen-
te denunciante. El depósito podrá efectuarse mediante 
tarjeta de crédito, o en metálico en euros y, en todo 
caso, se tendrá en cuenta lo previsto en el artículo 80 
respecto a la posibilidad de reducción del 50 por ciento 
de la multa inicialmente fijada.

Este párrafo pasa a ser apartado 3 de este ar-
tículo, con una nueva redacción.

a) El conductor de una motocicleta, de un ciclo-
motor, de un vehículo de tres o cuatro ruedas no 
carrozados o de cualquier otro vehículo para el que 
se exija el uso de casco por conductor y pasajero será 
responsable por la no utilización del casco de protec-
ción por el pasajero, así como por transportar pasa-
jeros que no cuenten con la edad mínima exi gida.

3. Cuando el infractor no acredite su residencia 
legal en territorio español, el Agente denunciante fijará 
provisionalmente la cuantía de la multa y, de no deposi-
tarse su importe, el conductor deberá trasladar el ve-
hículo e inmovilizarlo en el lugar indicado por el Agen-
te denunciante. El depósito podrá efectuarse mediante 
tarjeta de crédito, o en metálico en euros y, en todo 
caso, se tendrá en cuenta lo previsto en el artículo 80 
respecto a la posibilidad de reducción del 50 por ciento 
de la multa inicialmente fijada.

En el supuesto de infracciones graves que impliquen 
detracción de puntos o de infracciones muy graves de 
las previstas en el artículo 65.5, el Agente denunciante 
tomará nota de los datos del permiso de conducción y 
los remitirá al órgano sancionador competente, que los 
anotará juntamente con la sanción y la detracción de 
puntos correspondiente en el Registro de Conductores e 
Infractores.

Artículo 68. Graduación de las sanciones.

La cuantía económica de las multas establecidas en 
el artículo 67.1 y en el Anexo IV podrá incrementarse 
en un 30 por ciento, en atención a la gravedad y tras-
cendencia del hecho, los antecedentes del infractor y a 
su condición de reincidente, el peligro potencial creado 
para él mismo y para los demás usuarios de la vía y al 
criterio de proporcionalidad.

Los criterios de graduación establecidos anterior-
mente serán asimismo de aplicación a las sanciones por 
las infracciones previstas en el artículo 65.6.

CAPÍTULO II

De la responsabilidad

Artículo 69. Personas responsables.

1. La responsabilidad por las infracciones a lo dis-
puesto en esta Ley recaerá directamente en el autor del 
hecho en que consista la infracción. No obstante:

a) El conductor de una motocicleta o un ciclomo-
tor será responsable por la no utilización del casco de 
protección por el pasajero, así como por transportar 
pasajeros que no cuenten con la edad mínima exigida.



Congreso 29 de octubre de 2009.—Serie A. Núm. 12-13

22

g) El titular o el arrendatario, en el supuesto de 
que constase en el Registro de Vehículos, será res-
ponsable de las infracciones por estacionamiento, 
salvo en los supuestos en que el vehículo tuviese 
designado un conductor habitual o se indique un 
conductor responsable del hecho.

1. No se podrá imponer sanción alguna por las 
infracciones tipificadas en esta Ley sino en virtud de 

Asimismo, el conductor del vehículo será responsa-
ble por la no utilización de los sistemas de retención 
infantil, con la excepción prevista en el artículo 11.4 
cuando se trate de conductores profesionales.

b) Cuando la autoría de los hechos cometidos 
corresponda a un menor de dieciocho años, responde-
rán solidariamente con él sus padres, tutores, acogedo-
res y guardadores legales o de hecho, por este orden, en 
razón al incumplimiento de la obligación impuesta a 
éstos que conlleva un deber de prevenir la infracción 
administrativa que se impute a los menores.

La responsabilidad solidaria quedará referida estric-
tamente a la pecuniaria derivada de la multa impuesta.

c) En los supuestos en que no tenga lugar la deten-
ción del vehículo y éste tuviese designado un conductor 
habitual, la responsabilidad por la infracción recaerá en 
éste, salvo en el supuesto de que acreditase que era otro 
el conductor o la sustracción del vehículo.

d) En los supuestos en que no tenga lugar la deten-
ción del vehículo y éste no tuviese designado un conduc-
tor habitual, será responsable el conductor identificado 
por el titular o el arrendatario a largo plazo, de acuerdo 
con las obligaciones impuestas en el artículo 9 bis.

e) En las empresas de arrendamiento de vehículos a 
corto plazo será responsable el arrendatario del vehículo. 
En caso de que éste manifestara no ser el conductor, o 
fuese persona jurídica, le corresponderán las obligacio-
nes que para el titular establece el artículo 9 bis. La 
misma responsabilidad alcanzará a los titulares de los 
talleres mecánicos o establecimientos de compraventa de 
vehículos por las infracciones cometidas con los vehícu-
los mientras se encuentren allí depositados.

f) El titular, o el arrendatario a largo plazo, en el 
supuesto de que constase en el Registro de Vehículos, será 
en todo caso responsable de las infracciones relativas a la 
documentación del vehículo, a los reconocimientos perió-
dicos y a su estado de conservación, cuando las deficien-
cias afecten a las condiciones de seguridad del vehículo.

g) El titular, o el arrendatario a largo plazo, en el 
supuesto de que constase en el Registro de Vehículos, 
será responsable de las infracciones por estacionamien-
to, salvo en los supuestos en que el vehículo tuviese 
designado un conductor habitual o se indique un con-
ductor responsable del hecho.

2. Lo dispuesto en el presente artículo se entende-
rá a los únicos efectos de la determinación de la respon-
sabilidad en el ámbito administrativo por las infraccio-
nes tipificadas en la presente Ley.

CAPÍTULO III

Procedimiento sancionador

Artículo 70. Garantía de procedimiento.

No se podrá imponer sanción alguna por las infrac-
ciones tipificadas en esta Ley sino en virtud de procedi-
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procedimiento instruido con arreglo a lo dispuesto en el 
presente Capítulo y en las disposiciones reglamentarias 
que lo desarrollen y, supletoriamente, por lo dispuesto 
en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común. 

2. Los instrumentos, aparatos o medios y siste-
mas de medida que sean utilizados para la formula-
ción de denuncias por infracciones a la normativa 
de tráfico estarán sometidos a control metrológico 
en los términos establecidos por la Ley 3/1985, de 18 
de marzo, de Metrología y su normativa de desa-
rrollo.

2. Los Jefes Provinciales podrán delegar esta com-
petencia en la medida y extensión que estimen conve-
niente. En particular podrán delegar en el Director del 
Centro de Tratamiento de Denuncias Automatizadas la 
de las infracciones que hayan sido detectadas a través 
de medios de captación y reproducción de imágenes 
que permitan la identificación del vehículo. Asimismo 
los órganos de las diferentes Administraciones 
Públicas podrán delegar el ejercicio de sus compe-
tencias sancionadoras mediante convenios o enco-
miendas de gestión o a través de cualesquiera otros 
instrumentos de colaboración previstos en la legisla-
ción de procedimiento administrativo común.

3. En las Comunidades Autónomas que tengan 
transferidas las funciones y servicios en materia de trá-
fico y circulación de vehículos a motor, serán compe-
tentes para sancionar los órganos previstos en la nor-
mativa autonómica. 

5. Los Jefes Provinciales de Tráfico y los órganos 
competentes que correspondan, en caso de Comunida-
des Autónomas que tengan transferidas las funciones y 
servicios en materia de tráfico y circulación de vehícu-
los a motor, asumirán la competencia de los Alcaldes 
cuando, por razones justificadas o por insuficiencia de 
los servicios municipales, no pueda ser ejercida por 
éstos.

miento instruido con arreglo a lo dispuesto en el pre-
sente Capítulo y en las disposiciones reglamentarias 
que lo desarrollen y, supletoriamente, por lo dispuesto 
en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común. 

Artículo 71. Competencias.

1. La competencia para sancionar las infracciones 
a lo dispuesto en la presente Ley corresponde al Jefe de 
Tráfico de la provincia en que se haya cometido el 
hecho. Si se trata de infracciones cometidas en el terri-
torio de más de una provincia, la competencia para su 
sanción corresponderá, en su caso, al Jefe de Tráfico de 
la provincia en que la infracción hubiera sido primera-
mente denunciada.

2. Los Jefes Provinciales podrán delegar esta com-
petencia en la medida y extensión que estimen conve-
niente. En particular podrán delegar en el Director del 
Centro de Tratamiento de Denuncias Automatizadas la 
de las infracciones que hayan sido detectadas a través 
de medios de captación y reproducción de imágenes 
que permitan la identificación del vehículo. 

3. En las Comunidades Autónomas que tengan 
transferidas competencias ejecutivas en materia de trá-
fico y circulación de vehículos a motor, serán compe-
tentes para sancionar los órganos previstos en la nor-
mativa autonómica. 

4. La sanción por infracción a normas de circula-
ción cometidas en vías urbanas corresponderá a los res-
pectivos Alcaldes, los cuales podrán delegar esta facul-
tad de acuerdo con la legislación aplicable.

5. Los Jefes Provinciales de Tráfico y los órganos 
competentes que correspondan, en caso de Comunida-
des Autónomas que tengan transferidas las competen-
cias ejecutivas en materia de tráfico y circulación de 
vehículos a motor, asumirán la competencia de los 
Alcaldes cuando, por razones justificadas o por insufi-
ciencia de los servicios municipales, no puedan ser 
ejercida por éstos.

6. Las competencias municipales no comprenden 
las infracciones a los preceptos del Título IV de esta 
Ley ni a las cometidas en travesías en tanto no tengan el 
carácter de vías urbanas.
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8. La competencia para sancionar las infracciones 
a que se refiere el artículo 52 de esta Ley corresponde-
rá, en todo caso, al Director General de Tráfico o al 
órgano que tenga atribuida la competencia en las Comu-
nidades Autónomas que tengan transferidas las funcio-
nes y servicios en materia de tráfico y circulación de 
vehículos a motor, limitada al ámbito geográfico de la 
Comunidad Autónoma.

7. La competencia para imponer la suspensión del 
permiso o licencia de conducción o de circulación 
corresponde, en todo caso, al Jefe Provincial de Trá-
fico.

8. La competencia para sancionar las infracciones 
a que se refiere el artículo 52 de esta Ley corresponde-
rá, en todo caso, al Director General de Tráfico o al 
órgano que tenga atribuida la competencia en las Comu-
nidades Autónomas que tengan transferidas competen-
cias ejecutivas en materia de tráfico y circulación de 
vehículos motor, limitada al ámbito geográfico de la 
Comunidad Autónoma.

9. En las Ciudades de Ceuta y Melilla, las compe-
tencias que en los apartados anteriores se atribuyen a 
los Jefes Provinciales de Tráfico, corresponderán a los 
Jefes Locales de Tráfico.

Artículo 72. Actuaciones administrativas y juris-
diccionales penales.

1. Cuando en un procedimiento administrativo de 
carácter sancionador se ponga de manifiesto un hecho 
que ofrezca apariencia de delito o falta perseguible de 
oficio, la Autoridad administrativa lo pondrá en conoci-
miento del Ministerio Fiscal, por si hubiere lugar al 
ejercicio de la acción penal y acordará la suspensión de 
las actuaciones.

2. Concluido el proceso penal con sentencia con-
denatoria de los inculpados se archivará el procedi-
miento administrativo sin declaración de responsabili-
dad. 

Si la sentencia fuera absolutoria o el procedimiento 
penal finalizara con otra resolución que le ponga fin sin 
declaración de responsabilidad, y siempre que la misma 
no estuviera fundada en la inexistencia del hecho, se 
podrá iniciar o continuar el procedimiento administrati-
vo sancionador contra quien no hubiese sido condena-
do en vía penal.

3. La resolución que se dicte deberá respetar, en 
todo caso, la declaración de hechos probados en dicho 
procedimiento penal.

Artículo 73. Incoación.

1. El procedimiento sancionador se incoará de 
oficio por la Autoridad competente que tenga noticia 
de los hechos que puedan constituir infracciones tipi-
ficadas en esta Ley, por iniciativa propia o mediante 
denuncia de los Agentes encargados del servicio de 
vigilancia de tráfico y control de la seguridad vial o de 
cualquier persona que tenga conocimiento de los 
hechos.

2. No obstante, la denuncia formulada por los 
Agentes de la autoridad encargados del servicio de 
vigilancia del tráfico y notificada en el acto al denun-
ciado, constituye el acto de iniciación del procedimien-
to sancionador, a todos los efectos.
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d) En el caso de que no se proceda al abono en el 
acto de la sanción, deberá indicarse que dicha denuncia 
inicia el procedimiento sancionador y que dispone de 
un plazo de veinte días naturales para efectuar el pago, 
con la reducción y las consecuencias establecidas en el 
artículo 80, o para formular las alegaciones y proponer 
las pruebas que estime convenientes. En este caso, se 
indicarán los lugares, oficinas o dependencias donde 
puede presentarlas.

f) El domicilio que, en su caso, indique el intere-
sado a efectos de notificaciones. Este domicilio no se 
tendrá en cuenta si el denunciado tuviese asignada 
una Dirección Electrónica Vial, ello sin perjuicio de 
lo previsto en el artículo 28.4 de la Ley 11/2007, 
de 22 de junio.

Artículo 74. Denuncias.

1. Los Agentes de la Autoridad encargados de la 
vigilancia del tráfico deberán denunciar las infraccio-
nes que observen cuando ejerzan funciones de vigilan-
cia y control de la seguridad vial.

2. En las denuncias por hechos de circulación 
deberá constar, en todo caso:

a) La identificación del vehículo con el que se 
hubiese cometido la supuesta infracción.

b) La identidad del denunciado, si fuere conocida.
c) Una descripción sucinta del hecho, con expre-

sión del lugar o tramo, fecha y hora.
d) El nombre y domicilio del denunciante o, si 

fuera un Agente de la Autoridad, su número de identifi-
cación profesional.

3. En las denuncias que los Agentes de la Autori-
dad notifiquen en el acto al denunciado deberá constar, 
además, a efectos de lo dispuesto en el artículo 73.2:

a) La infracción presuntamente cometida, la san-
ción que pudiera corresponder y el número de puntos 
cuya pérdida lleve aparejada la infracción, conforme a 
lo dispuesto en esta Ley.

b) El órgano competente para imponer la sanción 
y la norma que le atribuye tal competencia.

c) Si el denunciado procede al abono de la sanción 
en el acto deberá señalarse, además, la cantidad abona-
da y las consecuencias derivadas del pago de la sanción 
previstas en el artículo 80.

d) En el caso de que no se proceda al abono en el 
acto de la sanción, deberá indicarse que dicha denuncia 
inicia el procedimiento sancionador y que dispone de 
un plazo de quince días naturales para efectuar el pago, 
con la reducción y las consecuencias establecidas en el 
artículo 80, o para formular las alegaciones y proponer 
las pruebas que estime convenientes. En este caso, se 
indicarán los lugares, oficinas o dependencias donde 
puede presentarlas.

e) Si en el plazo señalado en el párrafo anterior no 
se hubiesen formulado alegaciones o no se hubiese abo-
nado la multa, se indicará que el procedimiento se tendrá 
por concluido el día siguiente a la finalización de dicho 
plazo, conforme se establece en el artículo 81.5.

f) El domicilio que, en su caso, indique el intere-
sado a efectos de notificaciones. Este domicilio no se 
tendrá en cuenta si el denunciado tuviese asignada una 
Dirección Electrónica Vial, ello sin perjuicio de lo pre-
visto en el artículo 28.4 de la Ley 11/2007, de 22 de 
junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los 
Servicios Públicos.

4. En las denuncias por hechos ajenos a la circula-
ción se especificarán todos los datos necesarios para su 
descripción.
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2. No obstante, la notificación podrá efectuarse en 
un momento posterior, salvo que se trate de comisión 
de infracciones muy graves que, siempre que sea posi-
ble, deberán ser notificadas en el momento, siempre 
que se dé alguna de las siguientes circunstancias:

Artículo 75. Valor probatorio de las denuncias de 
los Agentes de la Autoridad.

Las denuncias formuladas por los Agentes de la 
Autoridad encargados de la vigilancia del tráfico darán 
fe, salvo prueba en contrario, de los hechos denuncia-
dos y de la identidad de quienes los hubieran cometido, 
así como, en su caso, de la notificación de la denuncia, 
sin perjuicio del deber de aquéllos de aportar todos los 
elementos probatorios que sean posibles sobre el hecho 
denunciado. 

Artículo 76. Notificación de la denuncia.

1. Las denuncias se notificarán en el acto al denun-
ciado.

2. No obstante, la notificación podrá efectuarse en 
un momento posterior siempre que se dé alguna de las 
siguientes circunstancias:

a) Que la denuncia se formule en circunstancias 
en que la detención del vehículo pueda originar un ries-
go para la circulación. En este caso, el Agente deberá 
indicar los motivos concretos que la impiden.

b) Que la denuncia se formule estando el vehículo 
estacionado, cuando el conductor no esté presente.

c) Que la autoridad sancionadora haya tenido 
conocimiento de los hechos a través de medios de cap-
tación y reproducción de imágenes que permitan la 
identificación del vehículo.

Artículo 77. Práctica de la notificación de las 
denuncias.

1. Las Administraciones con competencias san-
cionadoras en materia de tráfico notificarán las denun-
cias que no se entreguen en el acto y las demás notifica-
ciones a que dé lugar el procedimiento sancionador en 
la Dirección Electrónica Vial.

En el caso de que el denunciado no la tuviese, la 
notificación se efectuará en el domicilio que expresa-
mente hubiese indicado para el procedimiento, y en su 
defecto, en el domicilio que figure en los Registros de 
la Dirección General de Tráfico.

2. El sistema de notificación en la Dirección 
Electrónica Vial permitirá acreditar la fecha y hora en 
que se produzca la puesta a disposición del denuncia-
do del acto objeto de notificación, así como el acceso 
a su contenido, momento a partir del cual la notifi-
cación se entenderá practicada a todos los efectos 
le gales. 

Si existiendo constancia de la recepción de la notifi-
cación en la Dirección Electrónica Vial, transcurrieran 
diez días naturales sin que se acceda a su contenido, se 
entenderá que aquélla ha sido rechazada, salvo que de 
oficio o a instancia del destinatario se compruebe la 
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Si nadie se hiciera cargo de la notificación, se ano-
tará esta circunstancia en el expediente sancionador, 
junto con el día y la hora en que se intentó, y se prac-
ticará de nuevo dentro de los tres días siguientes. Si 
tampoco fuera posible la entrega, se dará por cumpli-
do el trámite, procediéndose a la publicación en el 
Tablón Edictal de Sanciones de Tráfico (TESTRA).

Si estando el interesado en el domicilio rechazase 
la notificación, se hará constar en el expediente san-
cionador, especificándose las circunstancias del 
intento de notificación, teniéndose por efectuado el 
trámite y continuándose el procedimiento. 

Si el resultado de la notificación es que el intere-
sado es desconocido en el domicilio al cual se dirigió 
la misma, la Administración procederá a la publica-
ción en el Tablón Edictal de Sanciones de Tráfico 
(TESTRA).

1. Las notificaciones que no puedan efectuarse en 
la Dirección Electrónica Vial o en el domicilio indica-
do, se practicarán en el Tablón Edictal de Sanciones de 
Tráfico (TESTRA). Transcurrido el período de veinte 
días naturales desde que la notificación se hubiese 
publicado en el TESTRA se entenderá que ésta ha sido 
practicada, dándose por cumplido dicho trámite y con-
tinuándose con el procedimiento.

imposibilidad técnica o material del acceso. El rechazo 
se hará constar en el expediente sancionador, especifi-
cándose las circunstancias del intento de notificación, y 
se tendrá por efectuado el trámite, continuándose el 
procedimiento. 

3. Cuando la notificación se practique en el domi-
cilio del interesado, de no hallarse presente éste en el 
momento de entregarse la notificación, podrá hacerse 
cargo de la misma cualquier persona que se encuentre 
en el domicilio y haga constar su identidad.

Si nadie pudiera hacerse cargo de la notificación, se 
anotará esta circunstancia en el expediente sancionador, 
junto con el día y la hora en que se intentó, dándose por 
no practicada.

Si estando el interesado en el domicilio rechazase la 
notificación, se hará constar en el expediente sanciona-
dor, especificándose las circunstancias del intento de 
notificación y se tendrá por efectuado el trámite, conti-
nuándose el procedimiento. 

Artículo 78. Notificaciones en el Tablón Edictal 
de Sanciones de Tráfico (TESTRA).

1. Las notificaciones que no puedan efectuarse en 
la Dirección Electrónica Vial o en el domicilio indica-
do, se practicarán en el Tablón Edictal de Sanciones de 
Tráfico (TESTRA). Transcurrido el período de quince 
días naturales desde que la notificación se hubiese 
publicado en el TESTRA se entenderá que ésta ha sido 
practicada, dándose por cumplido dicho trámite y con-
tinuándose con el procedimiento.

2. El Tablón Edictal de Sanciones de Tráfico será 
gestionado por la Dirección General de Tráfico. La 
práctica de la notificación en el mismo se efectuará en 
los términos que se determinen por Orden del Ministro 
del Interior.

Artículo 79. Clases de procedimientos sanciona-
dores.

1. Notificada la denuncia, el denunciado dispon-
drá de un plazo de quince días naturales para realizar el 
pago voluntario con reducción de la sanción de multa, o 
para formular las alegaciones y proponer o aportar las 
pruebas que estime oportunas.

Si efectúa el pago de la multa en las condiciones 
indicadas en el párrafo anterior, se seguirá el procedi-
miento sancionador abreviado y, en caso de no hacerlo, 
el procedimiento sancionador ordinario.
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Una vez realizado el pago voluntario de la multa, 
por medios telemáticos o dentro del plazo de veinte 
días naturales desde el día siguiente al de su notifi-
cación, se tendrá por concluido el procedimiento 
sancionador con las siguientes consecuencias:

a) La reducción del 50 por ciento del importe 
de la sanción de multa.

g) Suprimido.

2. El procedimiento sancionador abreviado no 
será de aplicación a las infracciones previstas en el ar-
tículo 65, apartados 5. h), j) y 6.

3. El incumplimiento de la obligación de asegurar 
el vehículo que se establece en el texto refundido de la 
Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circu-
lación Vial, aprobado por Real Decreto Legislativo 
8/2004, de 29 de octubre, podrá sancionarse conforme 
a uno de los dos procedimientos sancionadores que se 
establecen en esta Ley. 

4. Además de en los registros, oficinas y depen-
dencias previstos en el apartado cuarto del artículo 38 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, las alegacio-
nes, escritos y recursos que se deriven de los procedi-
mientos sancionadores en materia de tráfico podrán 
presentarse en los registros, oficinas y dependencias 
expresamente designados en la correspondiente denun-
cia o resolución sancionadora. 

Cuando se presenten en los registros, oficinas o 
dependencias no designados expresamente, éstos los 
remitirán a los órganos competentes en materia de tráfi-
co a la mayor brevedad posible. 

Artículo 80. Procedimiento sancionador abreviado.

Una vez realizado el pago voluntario de la multa, ya 
sea en el acto de entrega de la denuncia o dentro del 
plazo de quince días naturales contados desde el día 
siguiente al de su notificación, se tendrá por concluido 
el procedimiento sancionador con las siguientes conse-
cuencias:

a) La reducción del 50 por ciento:

1.º Del importe de la sanción de multa.
2.º Del período de suspensión de la autorización 

administrativa para conducir que, en su caso, proceda.

b) La renuncia a formular alegaciones. En el caso 
de que fuesen formuladas se tendrán por no presenta-
das.

c) La terminación del procedimiento, sin necesi-
dad de dictar resolución expresa, el día en que se reali-
ce el pago.

d) El agotamiento de la vía administrativa siendo 
recurrible únicamente ante el orden jurisdiccional con-
tencioso-administrativo.

e) El plazo para interponer el recurso contencioso- 
administrativo se iniciará el día siguiente a aquél en que 
tenga lugar el pago.

f) La firmeza de la sanción en la vía administrativa 
desde el momento del pago, produciendo plenos efec-
tos desde el día siguiente.

g) La sanción no computará como antecedente en 
el Registro de Conductores e Infractores, siempre que 
se trate de infracciones graves que no lleven aparejada 
pérdida de puntos.
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Artículo 81. Procedimiento sancionador ordinario.

1. Notificada la denuncia, el interesado dispondrá 
de un plazo de quince días naturales para formular las 
alegaciones que tenga por conveniente y proponer o 
aportar las pruebas que estime oportunas.

2. En el supuesto de que no se hubiese producido 
la detención del vehículo, el titular, el arrendatario a 
largo plazo o el conductor habitual, en su caso, dispon-
drán de un plazo de quince días naturales para identifi-
car al conductor responsable de la infracción contra el 
que se iniciará el procedimiento sancionador. Esta iden-
tificación se efectuará por medios telemáticos si la noti-
ficación se hubiese efectuado a través de la Dirección 
Electrónica Vial.

3. Si las alegaciones formuladas aportasen datos 
nuevos o distintos de los constatados por el Agente 
denunciante, y siempre que se estime necesario por 
el instructor, se dará traslado de aquéllas al Agente 
para que informe en el plazo de quince días natu-
rales.

En todo caso, el instructor podrá acordar que se 
practiquen las pruebas que estime pertinentes para la 
averiguación y calificación de los hechos y para la 
determinación de las posibles responsabilidades. La 
denegación de la práctica de las pruebas deberá ser 
motivada, dejando constancia en el expediente sancio-
nador.

4. Concluida la instrucción del procedimiento, el 
órgano instructor elevará propuesta de resolución al 
órgano competente para sancionar para que dicte la 
resolución que proceda. Únicamente se dará traslado 
de la propuesta al interesado, para que pueda formular 
nuevas alegaciones en el plazo de quince días natura-
les, si figuran en el procedimiento o se hubiesen teni-
do en cuenta en la resolución otros hechos u otras ale-
gaciones y pruebas diferentes a las aducidas por el 
interesado.

5. Si el denunciado no formula alegaciones ni 
abona el importe de la multa en el plazo de quince días 
naturales siguientes al de la notificación de la denuncia, 
esta surtirá el efecto de acto resolutorio del procedi-
miento sancionador. En este supuesto, la sanción podrá 
ejecutarse transcurridos treinta días naturales desde la 
notificación de la denuncia. 

Lo dispuesto anteriormente será de aplicación úni-
camente cuando se trate de:

a) Infracciones leves.
b) Infracciones graves que no detraigan puntos.
c) Infracciones graves y muy graves cuya notifica-

ción se efectuase en el acto de la denuncia.

La terminación del procedimiento pone fin a la vía 
administrativa y la sanción se podrá ejecutar desde el 
día siguiente al transcurso de los treinta días antes indi-
cados. 
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Artículo 82. Recursos en el procedimiento sancio-
nador ordinario.

1. La resolución sancionadora pondrá fin a la vía 
administrativa y la sanción se podrá ejecutar desde el 
día siguiente a aquél en que se notifique al interesado, 
produciendo plenos efectos, o, en su caso, una vez haya 
transcurrido el plazo indicado en el último apartado del 
artículo anterior. 

2. Contra las resoluciones sancionadoras, podrá 
interponerse recurso de reposición, con carácter potes-
tativo, en el plazo de un mes contado desde el día 
siguiente al de su notificación. 

El recurso se interpondrá ante el órgano que dictó la 
resolución sancionadora, que será el competente para 
resolverlo.

3. La interposición del recurso de reposición no 
suspenderá la ejecución del acto impugnado ni la de la 
sanción. En el caso de que el recurrente solicite la sus-
pensión de la ejecución, ésta se entenderá denegada 
transcurrido el plazo de un mes desde la solicitud sin 
que se haya resuelto.

4. No se tendrán en cuenta en la resolución del 
recurso hechos, documentos y alegaciones del recu-
rrente que pudieran haber sido aportados en el procedi-
miento originario.

5. El recurso de reposición regulado en este ar-
tículo se entenderá desestimado si no recae resolución 
expresa en el plazo de un mes, quedando expedita la vía 
contencioso-administrativa.

6. Contra las resoluciones sancionadoras dicta-
das por los órganos competentes de las Comunidades 
Autónomas que tengan transferidas competencias eje-
cutivas en materia de tráfico y circulación de vehícu-
los a motor, así como por las dictadas por los Alcal-
des, en el caso de las Entidades Locales, se estará a lo 
establecido en los anteriores apartados respetando la 
competencia sancionadora prevista en su normativa 
específica.

CAPÍTULO IV

De las medidas provisionales y de otras medidas

Artículo 83. Medidas provisionales. 

1. El órgano competente que haya ordenado la 
incoación del procedimiento sancionador podrá adop-
tar mediante acuerdo motivado, en cualquier momento 
de la instrucción del procedimiento sancionador, las 
medidas provisionales que aseguren la eficacia de la 
resolución final que pudiera recaer en el procedimiento 
sancionador.

2. Los Agentes de la Autoridad encargados de la 
vigilancia del tráfico como consecuencia de presuntas 
infracciones a lo dispuesto en esta Ley únicamente 
podrán adoptar la inmovilización del vehículo en los 
supuestos previstos en el artículo 84.
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1. Se podrá proceder a la inmovilización del
vehículo cuando:

f) Se observe un exceso en los tiempos de conduc-
ción o una minoración en los tiempos de descanso que 
sean superiores al 50 por ciento de los tiempos estable-
cidos reglamentariamente, salvo que el conductor sea 
sustituido por otro.

Artículo 84. Inmovilización del vehículo.

1. Se podrá proceder a la inmovilización el vehícu-
lo cuando:

a) El vehículo carezca de autorización administra-
tiva para circular, bien por no haberla obtenido o por-
que haya sido objeto de anulación, declarada su pérdida 
de vigencia.

b) El vehículo presente deficiencias que constitu-
yan un riesgo especialmente grave para la seguridad 
vial.

c) El conductor o el pasajero no hagan uso del casco 
de protección, en los casos en que fuera obligatorio.

d) Tenga lugar la negativa a efectuar las pruebas a 
que se refiere el artículo 12.2 y 3 o éstas arrojen un 
resultado positivo.

e) El vehículo carezca de seguro obligatorio.
f) Se observe un exceso en los tiempos de conduc-

ción o una minoración en los tiempos de descanso que 
sean superiores al 50 por ciento de los tiempos estable-
cidos reglamentariamente.

g) Se produzca una ocupación excesiva del vehícu-
lo que suponga aumentar en un 50 por ciento el número 
de plazas autorizadas, excluida la del conductor.

h) El vehículo supere los niveles de gases, humos 
y ruido permitidos reglamentariamente según el tipo de 
vehículo.

i) Existan indicios racionales que pongan de mani-
fiesto la posible manipulación en los instrumentos de 
control.

j) Se detecte que el vehículo está dotado de meca-
nismos o sistemas encaminados a eludir la vigilancia de 
los Agentes de Tráfico y de los medios de control a tra-
vés de captación de imágenes.

k) Se produzca el incumplimiento de la prohibi-
ción de uso del vehículo previsto en el artículo 87.

La inmovilización se levantará en el momento en 
que cese la causa que la motivó.

En los supuestos previstos en el apartado 1, párrafos 
h), i) y j) la inmovilización sólo se levantará en el 
supuesto de que, trasladado el vehículo a un taller 
designado por el Agente de la Autoridad, se certifique 
por aquél la desaparición del sistema o manipulación 
detectada o ya no se superen los niveles permitidos.

2. En el supuesto recogido en el apartado 1, párra-
fo e) se estará a lo dispuesto en el texto refundido de 
la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Cir-
culación Vial, aprobado por Real Decreto Legislativo 
8/2004, de 29 de octubre. 

3. La inmovilización del vehículo se producirá en 
el lugar señalado por los Agentes de la Autoridad. A 
estos efectos, el Agente podrá indicar al conductor del 
vehículo que continúe circulando hasta el lugar desig-
nado.
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4. Los gastos que se originen como consecuen-
cia de la inmovilización del vehículo serán por cuen-
ta del conductor que cometió la infracción. En su 
defecto, serán por cuenta del conductor habitual o 
del arrendatario y, a falta de éstos, del titular. Los 
gastos deberán ser abonados como requisito previo 
a levantar la medida de inmovilización, sin perjuicio 
del correspondiente derecho de defensa y de la posi-
bilidad de repercutirlos sobre la persona responsa-
ble que haya dado lugar a que la Administración 
adopte dicha medida.

5. Suprimido. 

f) Cuando un vehículo permanezca estacionado en 
los carriles o partes de las vías reservados exclusiva-
mente para la circulación o para el servicio de determi-
nados usuarios y en las zonas reservadas a la carga y 
descarga.

g) (nuevo). Cuando un vehículo permanezca 
estacionado en lugares habilitados por la autoridad 
municipal como de estacionamiento con limitación 
horaria sin colocar el distintivo que lo autoriza, o 

4. Los gastos que se originen como consecuencia 
de la inmovilización del vehículo serán por cuenta del 
titular, del arrendatario a largo plazo o del conductor 
habitual, según el caso, que deberá abonarlos como 
requisito previo a levantar tal medida, sin perjuicio del 
derecho de defensa que le asiste y de la posibilidad de 
repercutirlos sobre la persona responsable que haya dado 
lugar a que la Administración adopte dicha medida.

En los supuestos previstos en el apartado 1, párrafos 
h), i) y j), los gastos de la inspección correrán de 
cuenta del denunciado, si se acredita la infracción.

5. Cuando, inmovilizado el vehículo, resulte pro-
blemática su permanencia en el mismo lugar, se acor-
dará la retirada, depósito y tratamiento residual del
vehículo, en su caso, en las mismas condiciones y efec-
tos establecidos en los artículos 85 y 86.

6. Si el vehículo inmovilizado fuese utilizado en 
régimen de arrendamiento, la inmovilización del
vehículo se sustituirá por la prohibición de uso del ve-
hículo por el infractor, en los términos recogidos en el 
artículo 87.

Artículo 85. Retirada y depósito del vehículo.

1. La Autoridad encargada de la gestión del tráfico 
podrá proceder, si el obligado a ello no lo hiciera, a la 
retirada del vehículo de la vía y su depósito en el lugar 
que se designe en los siguientes casos:

a) Siempre que constituya peligro, cause graves 
perturbaciones a la circulación de vehículos o peatones 
o deteriore algún servicio o patrimonio público.

b) En caso de accidente que impida continuar su 
marcha.

c) Cuando, procediendo legalmente la inmoviliza-
ción del vehículo, no hubiere lugar adecuado para prac-
ticarla sin obstaculizar la circulación de vehículos o 
personas.

d) Cuando, inmovilizado un vehículo de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 84, no cesasen las causas 
que motivaron la inmovilización.

e) Cuando un vehículo permanezca estacionado 
en lugares habilitados por la autoridad municipal como 
zonas de aparcamiento reservado para el uso de perso-
nas con discapacidad sin colocar el distintivo que lo 
autoriza.

f) Cuando un vehículo permanezca estacionado en 
los carriles o partes de las vías reservados exclusiva-
mente para la circulación o para el servicio de determi-
nados usuarios.
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cuando se rebase el triple del tiempo abonado con-
forme a lo establecido en la Ordenanza Municipal.

2. Salvo en los casos de sustracción u otras formas 
de utilización del vehículo en contra de la voluntad de 
su titular, debidamente justificadas, los gastos que se 
originen como consecuencia de la retirada a la que se 
refiere el apartado anterior, serán por cuenta del titular, 
del arrendatario o del conductor habitual, según el caso, 
que deberá abonarlos como requisito previo a la devo-
lución del vehículo, sin perjuicio del derecho de recur-
so que le asiste y de la posibilidad de repercutirlos sobre 
el responsable del accidente, del abandono del vehículo 
o de la infracción que haya dado lugar a la retirada.

3. La Administración deberá comunicar la retirada 
y depósito del vehículo al titular en el plazo de 24 horas. 
La comunicación se efectuará a través de la Dirección 
Electrónica Vial, si el titular dispusiese de ella.

Artículo 86. Tratamiento residual del vehículo.

1. La Administración competente en materia de 
gestión del tráfico podrá ordenar el traslado del vehículo 
a un Centro Autorizado de Tratamiento de Vehículos 
para su posterior destrucción y descontaminación:

a) Cuando hayan transcurrido más de dos meses 
desde que el vehículo fuera inmovilizado o retirado de 
la vía pública y depositado por la Administración y su 
titular no hubiera formulado alegaciones.

b) Cuando permanezca estacionado por un perío-
do superior a un mes en el mismo lugar y presente des-
perfectos que hagan imposible su desplazamiento por 
sus propios medios o le falten las placas de matrícula.

c) Cuando recogido un vehículo como consecuen-
cia de avería o accidente del mismo en un recinto priva-
do su titular no lo hubiese retirado en el plazo de dos 
meses.

Con anterioridad a la orden de traslado del vehículo, 
la Administración requerirá al titular del mismo advir-
tiéndole que, de no proceder a su retirada en el plazo de 
un mes, se procederá a su traslado al Centro Autorizado 
de Tratamiento.

2. En el supuesto previsto en el apartado 1, párra-
fo c), el propietario o responsable del lugar o recinto 
deberá solicitar de la Jefatura Provincial de Tráfico 
autorización para el tratamiento residual del vehículo. 
A estos efectos deberá aportar la documentación que 
acredite haber solicitado al titular del vehículo la retira-
da de su recinto. 

3. En aquellos casos en que se estime conveniente, 
la Jefatura Provincial de Tráfico, los órganos compe-
tentes de las Comunidades Autónomas con competen-
cias en materia de tráfico, y el Alcalde o autoridad 
correspondiente por delegación, podrán acordar la sus-
titución de la destrucción del vehículo por su adjudica-
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Artículo 87. Suprimido.

El titular de un permiso o licencia de conducción no 
podrá efectuar ningún trámite relativo a los vehículos 
de los que fuese titular en el Registro de Vehículos 
cuando figurasen como impagadas en su historial de 
conductor cuatro sanciones firmes en vía administrati-
va por infracciones graves o muy graves.

El titular de un vehículo no podrá efectuar ningún 
trámite relativo al mismo cuando figurasen como impa-
gadas en el historial del vehículo cuatro sanciones fir-
mes en vía administrativa por infracciones graves o 
muy graves.

El cumplimiento de la sanción de suspensión de 
las autorizaciones reguladas en esta Ley se iniciará 
transcurrido un mes desde que la sanción haya 
adquirido firmeza en vía administrativa y el período 
de suspensión de las mismas se anotará en los corres-
pondientes Registros.

ción a los servicios de vigilancia y control del tráfico, 
respectivamente en cada ámbito.

Artículo 87. Prohibición de uso del vehículo.

1. La comisión de una infracción muy grave de las 
previstas en los párrafos a), b) y c) del artículo 65.5 
implicará la prohibición por el infractor del uso del
vehículo con el que se cometió la infracción en tanto no 
se dicte la correspondiente resolución sancionadora o 
se produzca el abono de la sanción.

2. El incumplimiento de esta prohibición, además 
de la correspondiente sanción, dará lugar a la inmovili-
zación y el depósito del vehículo, siendo del titular, del 
arrendatario a largo plazo o del conductor habitual, en 
su caso, los gastos que se deriven de su retirada.

Artículo 88. Limitaciones de disposición en las 
autorizaciones administrativas.

El titular de un permiso o licencia de conducción no 
podrá efectuar ningún trámite relativo a los vehículos 
de los que fuese titular en el Registro de Vehículos 
cuando figurasen como impagadas en su historial de 
conductor dos sanciones firmes en vía administrativa 
por infracciones graves o muy graves.

El titular de un vehículo no podrá efectuar ningún 
trámite relativo al mismo cuando figurasen como impa-
gadas en el historial del vehículo dos sanciones firmes 
en vía administrativa por infracciones graves o muy 
graves.

Queda exceptuado de lo dispuesto en los párrafos 
anteriores el trámite de baja temporal o definitiva de 
vehículos.

CAPÍTULO V

Ejecución de las sanciones

Artículo 89. Ejecución de las sanciones.

Una vez firmes en vía administrativa, se podrá pro-
ceder a la ejecución de las sanciones conforme a lo pre-
visto en esta Ley.

Artículo 90. Ejecución de la sanción de suspen-
sión de las autorizaciones.

1. El cumplimiento de la sanción de suspensión de 
las autorizaciones reguladas en esta Ley se iniciará 
transcurrido un mes desde que la sanción haya adquiri-
do firmeza en vía administrativa, salvo que el interesa-
do solicite su cumplimiento anticipado.

El período de suspensión de las autorizaciones regu-
ladas en esta Ley se anotará en los correspondientes 
Registros.
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Suprimido.

Suprimido.

2. El cumplimiento de la sanción de suspensión de 
la autorización administrativa para conducir podrá rea-
lizarse fraccionadamente, a petición del interesado, en 
períodos que en ningún caso serán inferiores a quince 
días naturales. En el caso de los conductores profesio-
nales se podrá establecer un fraccionamiento en perío-
dos que en ningún caso serán inferiores a siete días 
naturales, siempre que éstos lo soliciten y el cumpli-
miento íntegro de la sanción se realice en el plazo de 
doce meses desde que la sanción haya adquirido firme-
za en vía administrativa.

3. El que en un período de dos años hubiera sido 
sancionado en firme en vía administrativa como autor 
de dos infracciones muy graves que lleven aparejada la 
suspensión del permiso o licencia de conducción debe-
rá cumplir el período de suspensión que le correspon-
diese por la última infracción sin posibilidad de frac-
cionamiento.

Artículo 91. Cobro de multas.

1. Las multas que no hayan sido abonadas durante 
el procedimiento deberán hacerse efectivas dentro de 
los quince días naturales siguientes a la fecha de la fir-
meza de la sanción.

2. Vencido el plazo de ingreso establecido en el 
apartado anterior sin que se hubiese satisfecho la 
multa, su exacción se llevará a cabo por el procedi-
miento de apremio. A tal efecto, será título ejecutivo 
la providencia de apremio notificada al deudor, expe-
dida por el órgano competente de la Administración 
gestora.

3. Cuando las sanciones hayan sido impuestas por 
la Administración del Estado, los órganos y procedi-
mientos de la recaudación ejecutiva serán los estableci-
dos en el Reglamento General de Recaudación, aproba-
do por el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, y 
demás normas de aplicación. En los demás casos, serán 
los establecidos en la legislación aplicable según las 
Autoridades que las hayan impuesto.

Artículo 92. Responsables subsidiarios del pago 
de multas.

1. Los titulares de los vehículos con los que se 
haya cometido una infracción serán responsables subsi-
diarios en caso de impago de la multa impuesta al con-
ductor, salvo en los siguientes supuestos:

a) Robo, hurto o cualquier otro uso en el que quede 
acreditado que el vehículo fue utilizado en contra de su 
voluntad.

b) Cuando el titular sea una empresa de alquiler 
sin conductor.

c) Cuando el vehículo tenga designado un arren-
datario a largo plazo en el momento de cometerse la 
infracción. En este caso, la responsabilidad recaerá en 
éste.
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4. El plazo de prescripción de las sanciones 
consistentes en multa pecuniaria será de un año, 
computado desde el día siguiente a aquél en que 
adquiera firmeza en vía administrativa la san-
ción.

Se suprime este párrafo.

d) Cuando el vehículo tenga designado un con-
ductor habitual en el momento de cometerse la infrac-
ción. En este caso, la responsabilidad recaerá en éste.

2. La declaración de responsabilidad subsidiaria y 
sus consecuencias, incluida la posibilidad de adoptar 
medidas cautelares, se regirán por lo dispuesto en la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria y 
en el Reglamento General de Recaudación.

3. El responsable que haya satisfecho la multa 
tiene derecho de reembolso contra el infractor por la 
totalidad de lo que haya satisfecho.

CAPÍTULO VI

De la prescripción, caducidad y cancelación de antece-
dentes

Artículo 93. Prescripción y caducidad.

1. El plazo de prescripción de las infracciones pre-
vistas en esta Ley será de tres meses para las infraccio-
nes leves y de seis meses para las infracciones graves y 
muy graves.

El plazo de prescripción comenzará a contar a partir 
del mismo día en que los hechos se hubieran cometido.

2. La prescripción se interrumpe por cualquier 
actuación administrativa de la que tenga conocimiento 
el denunciado o esté encaminada a averiguar su identi-
dad o domicilio y se practique con otras Administracio-
nes, Instituciones u Organismos. También se interrum-
pe por la notificación efectuada de acuerdo con los 
artículos 76, 77 y 78.

El plazo de prescripción se reanudará si el procedi-
miento se paraliza durante más de un mes por causa no 
imputable al denunciado.

3. Si no se hubiera producido la resolución sancio-
nadora transcurrido un año desde la iniciación del pro-
cedimiento, se producirá su caducidad y se procederá al 
archivo de las actuaciones, a solicitud de cualquier inte-
resado o de oficio por el órgano competente para dictar 
resolución.

Cuando la paralización del procedimiento se hubie-
ra producido a causa del conocimiento de los hechos 
por la jurisdicción penal, el plazo de caducidad se sus-
penderá y, una vez haya adquirido firmeza la resolución 
judicial, se reanudará el cómputo del plazo de caduci-
dad por el tiempo que restaba en el momento de acor-
dar la suspensión.

4. El plazo de prescripción de las sanciones con-
sistentes en multa pecuniaria será de cuatro años y, el 
de las demás sanciones, será de un año, computados 
desde el día siguiente a aquél en que adquiera firmeza 
en vía administrativa la sanción.

El cómputo y la interrupción del plazo de prescrip-
ción del derecho de la Administración para exigir el pago 
de las sanciones consistentes en multa pecuniaria se regi-
rán por lo dispuesto en la Ley General Tributaria.
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3. En el Registro de Vehículos quedarán reflejadas 
las sanciones firmes graves y muy graves en las que un 
vehículo tanto matriculado en España como en el 
extranjero estuviese implicado y el impago de las mis-
mas, en su caso. Estas anotaciones formarán parte del 
historial del vehículo.

Artículo 95. El Registro Estatal de Víctimas de 
Accidentes de Tráfico.

1. Se crea el Registro Estatal de Víctimas de 
Accidentes de Tráfico.

2. Las Comunidades Autónomas con compe-
tencias en materia de tráfico y circulación de vehí-
culos a motor podrán crear, respecto a sus ámbitos 
territoriales, sus propios Registros de Víctimas de 
Accidentes de Tráfico.

1. Suprimido.

2. En el Registro Estatal de Víctimas y Acciden-
tes de Tráfico figurarán únicamente aquellos datos 
que sean relevantes y que permitan disponer de la 
información necesaria para determinar las causas y 
circunstancias en que se han producido los acciden-
tes de tráfico y sus consecuencias.

Artículo 94. Anotación y cancelación.

1. Las sanciones graves y muy graves deberán ser 
comunicadas al Registro de Conductores e Infractores 
por la Autoridad que la hubiera impuesto en el plazo de 
los quince días naturales siguientes a su firmeza en vía 
administrativa.

2. Las autoridades judiciales comunicarán al 
Registro de Conductores e Infractores, en el plazo de 
los quince días naturales siguientes a su firmeza, las 
penas de privación del derecho a conducir vehículos a 
motor y ciclomotores que impongan por sentencias por 
la comisión de delitos o faltas contra la seguridad vial.

3. En el Registro de Vehículos quedarán reflejadas 
las sanciones graves y muy graves en las que un
vehículo tanto matriculado en España como en el 
extranjero estuviese implicado y el impago de las mis-
mas, en su caso. Estas anotaciones formarán parte del 
historial del vehículo.

4. Las anotaciones se cancelarán de oficio, a efec-
tos de antecedentes, una vez transcurridos tres años 
desde su total cumplimiento o prescripción.»

Ocho. El Título VI queda redactado del siguiente 
modo:

«TÍTULO VI

Del Registro Estatal de Víctimas y Accidentes de Tráfico

Artículo 95. El Registro Estatal de Accidentes de 
Tráfico.

1. Se crea el Registro Estatal de Accidentes de 
Tráfico que será llevado y gestionado por el Organismo 
Autónomo Jefatura Central de Tráfico.

2. Las Comunidades Autónomas con competen-
cias en materia de tráfico y circulación de vehículos a 
motor podrán crear, respecto a sus ámbitos territoriales, 
sus propios Registros de Accidentes de Tráfico, cuyos 
datos se integrarán en el Registro Estatal.

Artículo 96. Finalidad del Registro.

1. El Registro Estatal de Víctimas y Accidentes de 
Tráfico tendrá como finalidad recoger y gestionar de 
forma automatizada toda la información referente a los 
accidentes de tráfico producidos en el territorio nacional 
en que conste la existencia de víctimas o daños materia-
les, para elaborar estadísticas sobre los mismos y adoptar 
las medidas necesarias para mejorar la seguridad vial.

2. En el Registro Estatal de Víctimas y Accidentes 
de Tráfico figurarán únicamente aquellos datos que 
sean relevantes y que permitan disponer de la informa-
ción necesaria para determinar las causas y circunstan-
cias en que se han producido los accidentes de tráfico y 
sus consecuencias, conforme se determinen por Orden 
del Ministro del Interior.
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2. Suprimido.

Ocho bis (nuevo). La disposición adicional nove-
na queda redactada del siguiente modo:

«Disposición adicional novena. Responsabili-
dad en accidentes de tráfico por atropellos de espe-
cies cinegéticas.

1. De los daños causados como consecuencia 
de atropello de especies de caza en carreteras de 
cualquier orden, responderá la aseguradora del 
vehículo siniestrado o, en su caso, el conductor del 
mismo. A estos efectos, si así lo estiman, las asegu-
radoras podrán introducir las oportunas modifica-
ciones en sus pólizas de seguro obligatorio de acci-
dentes. 

2. También podrá ser responsable la Adminis-
tración titular de la vía pública en la que se produz-
ca el accidente por falta de señalización, cuando esta 
sea evidente.

3. Podrá exigirse esta responsabilidad a la 
Administración pública competente en materia 
cinegética cuando, previa solicitud del titular del 
acotado, deniegue o impida la toma de medidas por 
parte de aquel titular para evitar que se produzcan 
estos accidentes. 

4. En ningún caso podrá exigirse responsabili-
dad alguna a los titulares de los terrenos o acotados 
colindantes, salvo que mediara notoria culpa o negli-
gencia grave en la causación del atropello.»

Los datos que se incorporen en el Registro no con-
tendrán mas datos identificativos de los implicados o 
relacionados con su salud, que los estrictamente nece-
sarios para el cumplimiento de su finalidad, conforme 
se establece en el apartado anterior.

3. El titular responsable del Registro adoptará las 
medidas de gestión y organización necesarias para ase-
gurar, en todo caso, la confidencialidad, seguridad e 
integridad de los datos automatizados de carácter per-
sonal existentes en el Registro y el uso de los mismos 
para las finalidades para las que fueron recogidos, así 
como las conducentes a hacer efectivas las garantías, 
obligaciones y derechos reconocidos en la Ley Orgáni-
ca 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos 
de Carácter Personal y sus normas de desarrollo.

Artículo 97. Comunicación y acceso a los datos 
del Registro. 

1. La comunicación de la información referente a 
las víctimas de accidentes de tráfico se efectuará en los 
términos que se determinen por Orden Ministerial.

2. El Consorcio de Compensación de Seguros 
podrá acceder a la información contenida en el Registro 
Estatal de Víctimas y Accidentes de Tráfico, en el ámbi-
to de sus competencias indemnizatorias como fondo de 
garantía en beneficio de las víctimas de accidentes de 
tráfico.»
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2. Si la condena es inferior a dos años, para vol-
ver a conducir, únicamente deberá acreditar haber 
superado con aprovechamiento el curso de reeduca-
ción y sensibilización vial al que hace referencia el 
primer párrafo del citado artículo 63.7.»

Nueve. La disposición adicional decimotercera 
queda redactada del siguiente modo:

«Disposición adicional decimotercera. Obtención 
del permiso o licencia de conducción cuando su titular 
haya sido condenado por sentencia penal con la priva-
ción del derecho a conducir.

1. El titular de una autorización administrativa 
para conducir que haya perdido su vigencia de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 47 del Código Penal, al 
haber sido condenado por sentencia firme a la pena de 
privación del derecho a conducir vehículos a motor y 
ciclomotores por tiempo superior a dos años, podrá 
obtener, una vez cumplida la condena, una autorización 
administrativa de la misma clase y con la misma anti-
güedad, de acuerdo con el procedimiento establecido 
en el artículo 63.7 para la pérdida de vigencia de la 
autorización por la pérdida total de los puntos asig-
nados.

El permiso que se obtenga dispondrá de un saldo 
de 8 puntos.

2. Si la condena es inferior a dos años, para volver 
a conducir, únicamente deberá acreditar el haber supe-
rado con aprovechamiento el curso de reeducación y 
sensibilización vial al que hace referencia el primer 
párrafo del citado artículo 63.7.»

Diez. Se incorpora una disposición adicional deci-
mocuarta con la siguiente redacción:

«Disposición adicional decimocuarta. Documen-
tación correspondiente a otras Administraciones Públi-
cas.

El Organismo Autónomo Jefatura Central de Tráfi-
co y las Administraciones Públicas competentes 
podrán articular mecanismos de cooperación, median-
te los oportunos Convenios de Colaboración, para la 
transmisión de los documentos que las citadas Admi-
nistraciones deban remitir por imposición de una nor-
mativa ajena a esta Ley, a dicho Organismo Autó-
nomo.»

Once. Se incorpora una disposición adicional 
decimoquinta con la siguiente redacción:

«Disposición adicional decimoquinta. El Tablón 
Edictal de Sanciones de Tráfico (TESTRA).

El funcionamiento, la gestión y la publicación en el 
Tablón Edictal de Sanciones de Tráfico (TESTRA), se 
hará con pleno sometimiento a lo dispuesto en la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y conforme a 
los requisitos exigidos por la Ley 11/2007, de 22 de 
junio.»
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Doce. Se incorpora una disposición adicional 
decimosexta con la siguiente redacción:

«Disposición adicional decimosexta. Cambios en 
la limitación de velocidad.

El titular de la vía deberá comunicar a las autorida-
des competentes en materia de gestión del tráfico, con 
una antelación mínima de un mes, los cambios que rea-
lice en las limitaciones de velocidad.»

Trece. Se incorpora una disposición adicional 
decimoséptima con la siguiente redacción:

«Disposición adicional decimoséptima. Marchas 
cicloturistas.

El Gobierno, en el plazo de un año contado a partir 
de la entrada en vigor de la presente Ley, llevará a cabo 
las modificaciones reglamentarias necesarias para dar 
nueva regulación a las marchas cicloturistas.»

Catorce. La disposición final única pasa a ser pri-
mera al incorporarse una disposición final segunda, con 
la siguiente redacción:

«Disposición final segunda. Actualización de las 
cuantías de las sanciones de multa.

El Gobierno, mediante Real Decreto, podrá actuali-
zar la cuantía de las sanciones de multas previstas en 
esta Ley, atendiendo a la variación que experimente el 
índice de precios al consumo.»

Quince. En el Anexo I se incluye un apartado 1 bis 
«Conductor habitual» con la siguiente redacción:

«1.bis. Conductor habitual. A los exclusivos efec-
tos previstos en esta Ley será la persona que, contando 
con el permiso o licencia de conducción necesario, que 
estará inscrito en el Registro de Conductores e Infracto-
res, ha sido designada por el titular de un vehículo, pre-
vio su consentimiento, en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 9 bis, por ser aquella que de manera usual o con 
mayor frecuencia conduce dicho vehículo.»

Dieciséis. El Anexo II queda redactado del siguien-
te modo:

«ANEXO II

Infracciones que llevan aparejada la pérdida de puntos

El titular de un permiso o licencia de conducción 
que sea sancionado en firme en vía administrativa por 
la comisión de alguna de las infracciones que a conti-
nuación se relacionan perderá el número de puntos que, 
para cada una de ellas, se señalan a continuación:

El Gobierno, mediante Real Decreto, podrá actuali-
zar la cuantía de las sanciones de multa previstas en 
esta Ley, atendiendo a la variación que experimente el 
índice de precios al consumo.»
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 Puntos

2. Conducir bajo los efectos de estu-
pefacientes, psicotrópicos, estimulantes y 
otras sustancias de efectos análogos  ........ 6

4. Conducir de forma temeraria, 
circular en sentido contrario al establecido 
o participar en carreras o competiciones 
no autorizadas ............................................ 6

5. Conducir vehículos que tengan 
instalados mecanismos o sistemas enca-
minados a inhibir la vigilancia del tráfi co, 
o que lleven instrumentos con la misma 
intención, así como de inhibición de 
sistemas de detección de radar .................. 6

 Puntos

1. Conducir con una tasa de alcohol 
superior a la reglamentariamente es ta ble cida:

Valores mg/l aire espirado, más de 0,50 
(profesionales y titulares de permisos de 
conducción con menos de dos años de 
antigüedad más de 0,30 mg/l)  ..................... 6
Valores mg/l aire espirado, superior a 0,25 hasta 
0,50 (profesionales y titulares de permisos 
de conducción con menos de dos años de 
antigüedad más de 0.15 hasta 0,30 mg/l)  ........ 4

2. Conducir con presencia en el or ga-
nismo de estupefacientes, psicotrópicos, 
es timulantes y cualquier otra sustancia de 
efectos análogos que afecte a la capacidad 
de conducir  .................................................. 6

3. Incumplir la obligación de some-
ter se a las pruebas de detección del grado 
de alcoholemia, de estupefacientes, psi co-
trópicos, estimulantes y otras sustancias de 
efectos análogos  .......................................... 6

4. Conducir de forma manifi estamente 
temeraria, circular en sentido contrario al 
establecido o participar en competiciones o 
carreras no autorizadas  ................................ 6

5. Conducir vehículos que tengan ins-
talados inhibidores de radar o cualesquiera 
otros mecanismos o instrumentos en ca mi-
nados a eludir la vigilancia del tráfi co. ........ 6

6. El exceso en más del 50 por ciento en 
los tiempos de conducción o la minoración 
en más del 50 por ciento en los tiempos de 
descanso establecidos en la legislación sobre 
transporte terrestre  ...................................... 6

7. La participación o colaboración ne-
ce saria de los conductores en la colocación o 
puesta en funcionamiento de elementos que 
alteren el normal funcionamiento del uso del 
tacógrafo o del limitador de velocidad  ........ 6

8. Conducir un vehículo con un permiso 
o licencia que no le habilite para ello  .......... 4

9. Arrojar a la vía o en sus inmediaciones 
objetos que puedan producir incendios, 
accidentes de circulación u obstaculizar la 
libre circulación  .......................................... 4

10. Incumplir las disposiciones legales 
sobre prioridad de paso, y la obligación de 
detenerse en la señal de stop, ceda el paso y 
en los semáforos con luz roja encendida  ..... 4

11. Incumplir las disposiciones legales 
sobre adelantamiento poniendo en peligro 
o entorpeciendo a quienes circulen en 
sentido contrario y adelantar en lugares o 
circunstancias de visibilidad reducida  ........ 4
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 Puntos

12. Adelantar poniendo en peligro o 
entorpeciendo a ciclistas  ............................. 4

13. Efectuar el cambio de sentido 
incumpliendo las disposiciones recogidas 
en esta Ley y en los términos establecidos 
reglamentariamente  ..................................... 3

14. Realizar la maniobra de marcha 
atrás en autopistas y autovías. ...................... 4

15. No respetar las señales de los 
Agentes que regulan la circulación  ............. 4

16. No mantener la distancia de segu ri-
dad con el vehículo que le precede  ............. 4

17. Conducir utilizando cascos, auricu-
lares u otros dispositivos que disminuyan 
la atención a la conducción o utilizar ma-
nualmente dispositivos de telefonía móvil, 
navegadores o cualquier otro sistema de 
co municación. Conforme a los avances 
de la tecnología, se podrán precisar re gla-
mentariamente los dispositivos incluidos en 
este apartado  ................................................ 3

18. No hacer uso del cinturón de se-
guridad, sistemas de retención infantil, casco 
y demás elementos de protección  ............... 3

19. Conducir un vehículo teniendo 
suspendida la autorización administrativa 
para conducir o teniendo prohibido el uso 
del vehículo que se conduce  ....................... 4

La detracción de puntos por exceso de velocidad se 
producirá de acuerdo con lo establecido en el Ane-
xo IV.

La pérdida de puntos únicamente se producirá cuan-
do el hecho del que se deriva la detracción de puntos se 
produce con ocasión de la conducción de un vehículo 
para el que se exija autorización administrativa para 
conducir.

El crédito de puntos es único para todas las autoriza-
ciones administrativas de las que sea titular el conduc-
tor.»

Diecisiete. Se incluye un Anexo IV con el siguiente 
contenido:

ANEXO IV

Cuadro de sanciones y puntos por exceso de velocidad

Infracción sobre exceso de velocidad captado por 
cinemómetro
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TEXTO REMITIDO POR EL CONGRESO

Límite 30 40 50 60 70 80 90 100 110 120 Multa Puntos

E
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d
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100 –
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141
160

151
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300 2
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400 4
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500 6

M
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ve

81 91 101 131 141 151 161 171 181 191
600

Sesenta 
días de

suspensión

6

TEXTO APROBADO POR EL SENADO

Límite 30 40 50 60 70 80 90 100 110 120 Multa Puntos
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Disposición adicional tercera. Obligación de destinar 
las sanciones económicas a la financiación de segu-
ridad vial, prevención de accidentes de tráfico y 
ayuda a las víctimas.

El importe de las sanciones económicas obtenidas 
por infracciones a la Ley sobre Tráfico, Circulación de 
Vehículos a Motor y Seguridad Vial, en el ámbito de la 
Administración General del Estado, se destinará ínte-
gramente a la financiación de actuaciones y servicios 
en materia de seguridad vial, prevención de accidentes 
de tráfico y ayuda a las víctimas.

En los tramos de autovías y autopistas interurbanas 
de acceso a las ciudades en que se hayan establecido 
límites inferiores a 100 km/hr, los excesos de velocidad 
se sancionarán con la multa económica correspondien-
te al cuadro de sanciones del Anexo IV. El resto de los 
efectos administrativos y penales sólo se producirá 
cuando superen los 100 km/hr y en los términos esta-
blecidos para este límite.

Disposición adicional primera. Referencias al Conse-
jo Superior de Tráfico y Seguridad de la Circulación 
Vial.

Todas las referencias en la normativa vigente al 
Consejo Superior de Tráfico y Seguridad de la Circula-
ción Vial, se entenderán hechas al Consejo Superior de 
Seguridad Vial.

Disposición adicional segunda. Asignación de la 
Dirección Electrónica Vial (DEV)

La Dirección General de Tráfico asignará una Direc-
ción Electrónica Vial (DEV) a toda persona jurídica 
que obtenga una autorización administrativa de circula-
ción de vehículo, una vez haya entrado en vigor la pre-
sente ley, conforme a lo dispuesto en el artículo 59 bis.

A las personas jurídicas no incluidas en el párrafo 
anterior y a las personas físicas que lo soliciten, tam-
bién se les asignará una Dirección Electrónica Vial 
(DEV).

Disposición adicional tercera. Obligación de destinar 
las sanciones económicas a la financiación de segu-
ridad vial y prevención de accidentes de tráfico.

El importe de las sanciones económicas obtenidas 
por infracciones a la Ley de Tráfico y Seguridad Vial, 
en el ámbito de la Administración General del Estado, 
se destinará íntegramente a la financiación de actuacio-
nes y servicios en materia de seguridad vial y preven-
ción de accidentes de tráfico.

Disposición adicional cuarta. Medidas de seguridad 
para discapacitados en aparcamientos.

1. En ejecución de la disposición adicional trigési-
ma primera de la Ley 40/2007, de 4 de diciembre, de 
medidas en materia de Seguridad Social, el Gobierno 
modificará en el plazo de seis meses el Real Decre-
to 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el 
Código Técnico de la Edificación, para introducir en él 
la obligación de incorporar en los accesos a los aparca-
mientos y garajes dispositivos que alerten al conductor 
de la presencia de peatones en las proximidades de la 
entrada y salida a la vía pública de dichos estableci-
mientos.
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Disposición adicional quinta bis (nueva). Compe-
tencias de la Comunidad Foral de Navarra.

En la Comunidad Foral de Navarra, sin menos-
cabo de lo previsto en el artículo 71 de la presente 
Ley, atendiendo a la singularidad de su Régimen 
Foral por el que esta Comunidad es titular de las 
carreteras que conforman la red viaria, que desa-
rrolla políticas activas de reducción de la siniestrali-
dad vial y que dispone del Cuerpo de la Policía Foral 
como policía propia que ejerce en la actualidad fun-
ciones compartidas con la Guardia Civil de Tráfico, 
de vigilancia del tráfico, transportes y de la seguri-
dad vial, hasta que no se haga efectiva la transferen-
cia para el ejercicio en exclusiva de las competencias 
ejecutivas en materia de tráfico y de circulación de 
vehículos a motor, la Administración de la Comuni-
dad Foral de Navarra será competente para la impo-
sición de las sanciones administrativas en materia 
de tráfico y circulación de vehículos a motor y segu-
ridad vial correspondientes a las denuncias que for-
mule la Policía Foral. Esta facultad implica la de 
instruir el expediente, así como la de dictar la reso-
lución que le ponga término, incluyendo los recursos 
correspondientes en vía administrativa y ejecutar la 
sanción percibiendo, en su caso, el importe de las 
multas.

2. Reglamentariamente se fijará el plazo gradual 
de instalación de dichos dispositivos en los garajes y 
aparcamientos ya existentes atendiendo a su número de 
plazas.

Disposición adicional quinta. Notificaciones y Tablón 
Edictal de Sanciones de Tráfico en Comunidades 
Autónomas con competencias ejecutivas en materia 
de tráfico.

Las Comunidades Autónomas con competencias eje-
cutivas en materia de tráfico podrán sustituir las notifica-
ciones en la Dirección Electrónica Vial por notificacio-
nes a través de sus propias plataformas informáticas, 
para aquellos ciudadanos que opten por las mismas.

Las publicaciones en el Tablón Edictal de Sanciones 
de Tráfico de las Comunidades Autónomas con compe-
tencias ejecutivas en materia de tráfico podrán efectuar-
se a través de sus propios Tablones Edictales. En este 
caso, los Tablones deberán interoperar entre sí permi-
tiendo al ciudadano, a través de un único acceso, el 
conocimiento y la comunicación de cualesquiera notifi-
caciones de procedimientos sancionadores que sobre él 
existan.

Las Administraciones Locales pertenecientes a los 
ámbitos territoriales de las Comunidades Autónomas 
con competencias en materia de tráfico podrán suscri-
bir convenios de colaboración para efectuar las notifi-
caciones telemáticas a través de las plataformas de 
notificación y de los Tablones Edictales de la Comuni-
dad Autónoma.
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Disposición adicional quinta ter (nueva). Revisión 
de la normativa sobre señalización vial vertical.

En el plazo de un año el Gobierno revisará la 
normativa vigente que regula la señalización vial 
vertical para adaptar sus dimensiones mínimas a la 
intensidad actual del tráfico y al incremento en la 
edad media de los conductores.

Los procedimientos sancionadores en tramitación a 
la entrada en vigor de esta Ley se seguirán rigiendo, hasta 
su terminación, por las normas vigentes en el momento 
de su iniciación, salvo que de acuerdo con lo previsto 
en la Disposición Final Séptima pudieran derivarse 
efectos más favorables referentes a la suspensión del 
permiso de conducción y a la pérdida de puntos.

Disposición transitoria segunda bis (nueva). Lími-
tes de velocidad para vehículos de tres ruedas 
asimilados a motocicletas.

Hasta que se modifique el Reglamento General de 
Circulación, aprobado por el Real Decreto 1428/2003, 

Disposición transitoria primera. Procedimientos san-
cionadores en tramitación a la entrada en vigor de la 
Ley.

Los procedimientos sancionadores en tramitación a 
la entrada en vigor de esta Ley se seguirán rigiendo, 
hasta su terminación, por las normas vigentes en el 
momento de su iniciación.

Contra las resoluciones sancionadoras que recaigan 
en dichos procedimientos, se interpondrán los recursos 
previstos en el artículo 80 del texto articulado de la Ley 
sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y 
Seguridad Vial vigente en el momento de su inicia-
ción.

Disposición transitoria segunda. Notificaciones tele-
máticas.

1. El Organismo Autónomo Jefatura Central de 
Tráfico y los órganos de las Comunidades Autónomas 
con competencias ejecutivas en materia de tráfico y cir-
culación de vehículos a motor, vendrán obligadas a 
efectuar las notificaciones telemáticas a la entrada en 
vigor de la presente Ley.

2. Las Administraciones locales con competencias 
en materia de tráfico vendrán obligadas a efectuar las 
notificaciones telemáticas a la Dirección Electrónica 
Vial en el plazo de dos años a partir de la entrada en 
vigor de la presente Ley.

Durante ese plazo de tiempo, los titulares de vehícu-
los aunque tengan asignada una Dirección Electrónica 
Vial (DEV) podrán seguir recibiendo en su domicilio, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 59 bis.1, las noti-
ficaciones practicadas por las Administraciones locales 
con competencias en materia de tráfico. 

3. Los plazos establecidos en los apartados ante-
riores se aplicarán en la medida en que sean compati-
bles con lo dispuesto en la Disposición Final Tercera de 
la Ley 11/2007, de 22 de junio.
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de 21 de noviembre, y se fijen los límites de velocidad 
para los vehículos de tres ruedas asimilados a las 
motocicletas, estos vehículos tendrán los mismos lími-
tes de velocidad que se establecen en dicho Regla-
mento para las motocicletas de dos ruedas.

Se suprimen los párrafos tercero y cuarto de la 
letra b) del apartado primero del artículo 3 del texto 
refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y 
Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de 
octubre, y los apartados segundo y tercero del mismo 
artículo quedan redactados del siguiente modo:

Disposición derogatoria única. Derogación norma-
tiva.

Queda derogado el apartado tercero del artículo 14 
del Reglamento del Seguro Obligatorio de Responsabi-
lidad Civil en la Circulación de Vehículos a Motor, 
aprobado por Real Decreto 1507/2008, de 12 de sep-
tiembre, así como cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a lo dispuesto en esta Ley.

Disposición final primera. Modificación de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimien-
to Administrativo Común.

Se incorpora una Disposición adicional octava bis a 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común, con la siguiente redac-
ción:

«Disposición adicional octava bis. Procedimiento 
sancionador en materia de tráfico y seguridad vial.

Los procedimientos administrativos para la imposi-
ción de sanciones por infracciones en materia de tráfi-
co, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, 
se regirán por lo dispuesto en su legislación específica 
y, supletoriamente, por lo dispuesto en esta Ley.» 

Disposición final segunda. Modificación del texto 
refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y 
Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2004,
de 29 de octubre.

1. Se suprimen los párrafos tercero y cuarto del ar-
tículo 3.1.b) del texto refundido de la Ley sobre Respon-
sabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a 
Motor, aprobado por Real Decreto Legislati vo 8/2004, 
de 29 de octubre.

2. Los apartados 2 y 3 del artículo 3 del texto 
refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y 
Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, aproba-
do por Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octu-
bre, quedan redactados del siguiente modo:

«2. Para sancionar la infracción serán competen-
tes los Jefes Provinciales de Tráfico o, en las Comuni-
dades Autónomas que tengan transferidas competencias 
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ejecutivas en materia de tráfico y circulación de vehícu-
los a motor, los órganos previstos en la normativa auto-
nómica, en los términos establecidos en el artículo 71 
del texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circula-
ción de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo. 

3. La infracción se sancionará conforme a uno de 
los procedimientos sancionadores previstos en el texto 
articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de 
Vehículos a Motor y Seguridad Vial.»

Disposición final tercera. Modificación de la
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

El párrafo j) del apartado 1 del artículo 95 queda 
redactado del siguiente modo:

«j) La colaboración con órganos o entidades de 
derecho público encargados de la recaudación de recur-
sos públicos no tributarios para la correcta identifica-
ción de los obligados al pago y con la Dirección Gene-
ral de Tráfico para la práctica de las notificaciones a los 
mismos, dirigidas al cobro de tales recursos.»

Disposición final cuarta. Título competencial.

La presente Ley se dicta al amparo de lo dispuesto 
en el artículo 149.1.21.ª de la Constitución española, 
que atribuye al Estado la competencia exclusiva en 
materia de tráfico y circulación de vehículos a motor.

Se exceptúa de lo anterior:

— la disposición final primera, que se dicta al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.18.ª de la 
Constitución, que atribuye al Estado la competencia 
exclusiva para regular el procedimiento administrativo 
común.

— la disposición final segunda, que se dicta al 
amparo de lo establecido en el artículo 149.1. 6.ª de la 
Constitución, que atribuye al Estado la competencia 
exclusiva en materia de legislación mercantil.

— la disposición final tercera, que se dicta al ampa-
ro de lo establecido en el artículo 149.1.14.ª de la Cons-
titución, que atribuye al Estado la competencia exclusi-
va en materia de Hacienda General.

Disposición final quinta. Adaptación de otras normas.

El Gobierno procederá a adaptar todas aquellas nor-
mas que se vean afectadas por las modificaciones intro-
ducidas por esta Ley. 

Disposición final sexta. Desarrollo reglamentario.

1. El Gobierno, a propuesta del Ministro del Inte-
rior, aprobará las normas necesarias para el desarrollo 
de esta Ley.
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La presente Ley entrará en vigor a los seis meses de 
su publicación en el Boletín Oficial del Estado, salvo 
los artículos 9.bis 2, 59 bis, 77 y 78, que entrarán en 
vigor en el plazo de 1 año, y los efectos de esta Ley 
que sean favorables para el infractor, que entrarán 
en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Boletín Oficial del Estado.

2. En todo caso, en el plazo de seis meses desde 
que entre en vigor esta Ley, se dictará un nuevo regla-
mento de procedimiento sancionador en materia de trá-
fico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial. 

Disposición final séptima. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor a los seis meses de 
su publicación en el Boletín Oficial del Estado, salvo 
los artículos 9.bis 2, 59 bis, 77 y 78, que entrarán en 
vigor en el plazo de 1 año. Los efectos favorables para 
el infractor por la supresión de la sanción de suspensión 
y la modificación del Anexo II de la Ley, relativos a la 
pérdida de puntos en el permiso de conducción, tendrán 
lugar al día siguiente de su publicación en el Boletín 
Oficial del Estado.
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